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LINEAS DE LA SALA DE LO PENAL 2010  

 

IDENTIFICACIÓN DE LA VÍCTIMA  

  

ERROR MATERIAL EN DATOS DE IDENTIFICACIÓN NO IMPLICA 

EXCLUSIÓN PROBATORIA 

  

"[.....]Notando que el argumento de los recurrentes radica llanamente 

en que no coinciden los apellidos de la víctima, comparados con la 

oferta que se hizo de ésta en calidad de testigo y, como es relacionada 

en el peritaje psicológico; por lo que, los elementos probatorios que de 

estas probanzas se extrajeron no se incorporaron legalmente al debate, 

circunstancia que fue planteada como incidente en la Vista Pública y, 

que fue resuelta literalmente, según afirman los litigantes, así: "se 

trataba de un simple error material que no implicaba indefe nsión y- 

que lo que interesaba era la identidad física de la víctima ofrecida 

como la persona que declara, y que un error de un dato de 

identificación no implica exclusión probatoria".  

Decisión judicial que es compartida por este ente jurisdiccional, ya que 

de los insumos que los impugnantes suministran, no existe un ápice de 

inferencias que hagan por lo menos presumir, como ellos lo hacen, de 

que se trata de diferentes personas, como lo serían: edad, color de piel, 
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ojos, pelo, rasgos físicos, señales especiales, nombres de padres, lugar 

de nacimiento, etc. y, que por lo tanto, exista un error en la apreciación 

judicial; por el contrario, al rever el pronunciamiento en examen a la 

luz de los datos proporcionados en el escrito, para este Tribunal resulta 

asertiva la providencia dada por el A quo; por cuanto éste inmedió la 

prueba, concluyendo de la forma categórica como lo hizo; sin existir, 

corno ya se dijo, un atisbo, probatorio que reforzara la tesis defensoril 

más allá de su mismo punto de partida, la dife rencia en la mención de 

los apellidos. Además, los impetrantes no muestran que las inferencias 

realizadas por el A quo para llegar a la conclusión antes dicha adolece 

de un quiebre que desemboque en el vicio que alegan. Por último, 

mencionan que en la acusación no se consignó el contenido de lo que 

se pretendía probar con la prueba testimonial, lo cual constituye una 

nulidad relativa que a la fecha ya no procede su alegación, Art. 226 

Pr.Pn. En ese contexto, debe aclararse que los defectos que presenta el 

motivo analizado no pueden ser subsanados, por rebasar los límites 

contenidos en el párrafo final del Artículo 423 ídem; siendo lo 

procedente su inadmisión [.....] 

  

PRINCIPIO DE CONGRUENCIA: DEBIDA CORRELACIÓN ENTRE 

ACUSACIÓN Y SENTENCIA  
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òEL TRIBUNAL CASACIONAL : Los postulados del motivo en estudio 

se dividen en tres momentos:  

1)     De la copia que hacen los impetrantes de los hechos acusados 

admitidos a juicio y, sentenciados, se observa que existe una constante 

en los elementos esenciales del evento histórico, en cuanto a lugar, 

tiempo, sujetos, acto y, conducta desplegada; [...]; de manera que, vano 

sería entrar a examinar la sentencia cuestionada; si desde ya, se tiene la 

certeza que el argumento carece de sustento que haga viable la 

anulación del fallo.  

En ese sentido, se indica que la Sala de lo Penal ha sido constante en el 

criterio recién traído a cuenta, para muestra se trascribe en lo esencial, 

el proveído dado en el caso [...], en la que se alzaban contra la sentencia 

definitiva condenatoria , pronunciada por el Tribunal [...] de Sentencia 

[...], así: 

"En relación al tercer motivo el impugnante reclama (...) que no existe 

congruencia entre la acusación, el auto de apertura a juicio y la 

sentencia de mérito. Sobre este punto, la Sala, al entrar a examinar el 

motivo alegado, encuentra que el mismo es inexistente por las razones 

que se exponen a continuación: ---- Para que exista el vicio invocado 

debe tratarse de una diferencia sustancial entre los hechos formulados 

en la acusación y los que el sentenciador tuvo por acreditados. Es en 

ese contexto, que la Sala entiende comprendido el supuesto normativo 

previsto en el Art. 359 Inc. 1° Pr. Pn., que preceptúa que la sentencia no 

podrá dar por acreditados otros hechos u otras circunstancias que las 
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descritas en la acusación y admitidas en el auto de apertura a juicio o, 

en su caso, en la ampliación de la acusación". 

2)     Este Tribunal es del criterio que el aviso o advertencia del posible 

cambio de la calificación jurídica del delito en los procesos que no son 

competencia del Jurado es hasta el cierre de los debates, por el mismo 

diseño de la Vista Pública; de manera que, a pesar de los intentos de 

los alzados, ésta parte del reclamo no es admisible. 

Para acreditar lo antes afirmado, se copia la parte que interesa de la 

resolución dada por este Tribunal [...], en la que se impugnaba la 

Sentencia Definitiva Condenatoria del Tribunal [...]de Sentencia de esta 

ciudad, [...]  

"En tal sentido, es procedente hacer constar que ante el incidente 

planteado (..) el juzgador no podría pronunciarse respecto al mismo 

inmediatamente, pues para ello era necesario poseer cierto nivel de 

conocimiento de los elementos fácticos que le permitiesen arribar a 

determinada conclusión, lo cual estima este Tribunal solo es posible 

después del desfile probatorio". 

Por otra parte, pero pertinente a este punto contrario a lo que afirman 

los inconformes, el Art. 344 Pr.Pn., prescribe la posibilidad de 

suspender la audiencia a raíz de la causa en alusión. 

  

ERRORES MATERIALES EN EL FALLO NO CAUSAN 

INDEFENSIÓN  
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3)     El error que aparece en el fallo que consta en el escrito recursivo y, 

que se dice es el impugnado, es meramente material. Certeza que se 

afianza en los diferentes pasajes examinados en el libelo de casación y, 

que dicen los defensores particulares son la sentencia, puesto que se ha 

tenido acceso al hecho acreditado, a las razones y, el procedimiento del 

cambio de calificación jurídica del delito. Empero, sobretodo que los 

argumentos de los impetrantes reflejan la certeza que éstos conocen el 

contenido concreto de la sentencia, así como el recorrer del andamiaje 

intelectivo de los sentenciadores al redactar el fallo; por lo que, no 

puede alegarse indefensión. En ese sentido, es imposible admitir la 

alzada por este extremo conforme el inciso final del Art. 362 Pr.Pn. 

En fin, es indispensable el hacer notar que no es procedente realizar la 

prevención prevista en el Inc. 2° del Art. 407 Pr.Pn., ya que esto 

produciría la oportunidad de poder formular nuevos motivos, lo que 

está proscrito en el Art. 423 ídem. Consecuentemente, por no haberse 

observado los requisitos de admisibilidad previstos por la ley debe 

inadmitirse la alzada."  

(SALA DE LO PENAL/Interlocutoria, 287 -CAS-2008 de fecha  

03/05/2010) 

 

  

ABUSO DE SUPERIORIDAD  
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CIRCUNSTANCIA AGRAVANTE QUE MINIMIZA LA CAPACIDAD 

DE DEFENSA DE LA VICTIMA  

  

òRespecto a la circunstancia agravante denominada Abuso de 

Superioridad, que en el marco penal del delito de Homicidio Agravado 

del Art.129 No.3 Pr.Pn., aparece como una agravante específica, su 

interpretación debe completarse tomando en cuenta su de definición 

como agravante genérica, prevista en el Art.30 No.5 Pn., el cual la 

define de la manera siguiente: " 5) Abuso de superioridad en el ataque, 

aprovecharse de la debilidad de la víctima por su edad u otra causa 

similar, emplear medios que debiliten la defensa del ofendido, o el 

accionar de agrupaciones ilícitas tales como las pandillas denominadas 

maras". 

 Al respecto, el Código Penal de El Salvador Comentado expresa que: 

"El abuso de superioridad supone una alevosía de segundo grado, con 

la que guarda íntima relación...". Esta relación, a juicio de la Sala, se 

configura en tanto que ambas parten del supuesto de aprovechamiento 

de la indefensión o falta de reacción de la víctima ante un ataque 

contra su vida o integridad física, sin eventual riesgo para el agresor; 

sin embargo, existe una distinción esencial entre éstas ya que el abuso 

de superioridad tan solo busca minimizar o menguar la capacidad de 

defensa de la víctima, mientras que la alevosía la elimina 

completamente. El abuso de superioridad, constituye pues, algo más 

que la natural superioridad existente entre atacante y víctima, sin la 
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cual el delito no pudiera realizarse. Esta agravante puede adoptar 

diferentes formas, siendo una de ellas el mayor número de atacantes, 

pero sin llegar a eliminar totalmente las posibilidades de defensa del 

agraviado. [é] 

Del análisis del anterior cuadro fáctico, se extrae que el hecho fue 

cometido con la concurrencia de tres personas; dos de ellas rodearon a 

la víctima  [é],  luego lo empujan contra el cerco y finalmente se 

apartan, momento en el que el autor [é], le dispar· caus§ndole la 

muerte; circunstancia que encaja en la agravante específica de Abuso 

de Superioridad prevista en el No 3 del A rt. 29 Pn, por cuanto al ser 

tres  

personas las que participaran activamente en el hecho, esto configura 

un abuso que incidió en la poca o nula resistencia que presentó la 

v²ctima. [é] 

(SALA DE LO PENAL/Sentencia Definitiva, 358 -CAS-2007 de fecha  

23/07/2010) 

 

 

VICTIMAS BAJO EL REGIMEN DE PROTECCIÓN DE TESTIGOS: 

ENTREVISTAS CONSTITUYEN ACTOS DE INVESTIGACIÓN  
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PRONUNCIAMIENTO SOBRE UN DELITO QUE YA HA SIDO 

SOBRESEIDO DEFINITIVAMENTE EN UNA ETAPA ANTERIOR 

VULNERA GARANTÍAS DE INVIOLABILIDAD DE LA DEFENSA  

 

òEs importante señalar, que una vez emitido el sobreseimiento 

definitivo, por ser un acto procesal emanado de autoridad judicial 

competente, por medio del cual se pone fin al procedimiento penal y 

cuyos efectos se asemejan a los de la sentencia definitiva, determina la 

finalización del caso, por tal razón, si la decisión genera agravio a las 

partes, podrá ser revertida únicamente por los recursos que la misma 

Ley Procesal establece, no contemplándose por ende la posibilidad de 

alterarse el mismo en la verificación de la audiencia del juicio. 

Lo anterior indica, que efectivamente el Tribunal Sentenciador 

infringió principios básicos y garantías constitucionales del proceso 

penal, como es "el juicio previo", al no respetarse los principios de 

congruencia, imputación e intimación, y la garantía de la inviolabilidad 

de la defensa, ya que se conoció respecto a un delito que ya había sido 

sobreseído definitivamente, y por ende la defensa técnica como 

material del imputado, ya consideraban había finalizado, generando 

con esto indefensión procesal, sumado a esto la falta de imputación e 

intimación hacia el encausado, puesto que la vista pública, como ya 

antes se dijo, fue ordenada por la admisión parcial de la acusación, 

circunstancia que repercute en la correlación que debe existir entre 

acusación, auto de apertura a juicio y sentencia, sin embargo con 
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dichas infracciones, no se evidencia la concurrencia de un perjuicio real 

y efectivo. 

 

DIFERENCIA ENTRE ACTO DE INVESTIGACIÓN Y ACTO DE 

PRUEBA 

 

  En relación a la valoración de las entrevistas rendidas por las víctimas 

que gozan de régimen de protección, cabe señalar que la importancia 

de la prueba radica en la formación de la convicción del Juzgador, ya 

sea verificando o desacreditando las afirmaciones realizadas por las 

partes procesales, es decir, que se constituye como el instrumento para 

la búsqueda de la verdad, a efecto de establecer la existencia o no de la 

certeza. 

Bajo este orden de ideas, es necesario indicar que entre un acto de 

investigación y uno de prueba, existen diferencias que atañen al valor 

probatorio, ya que en el segundo de los supuestos, se requiere la 

contradicción de las partes y la intervención judicial, esto conlleva que 

son los actos de investigación los que se realizan con antelación a la 

audiencia de juicio, y solo los de prueba los que se verifican en el 

mismo, por ende, el grado de convicción emanado de los mismos, 

tampoco es igual. 

Así tenemos, que las entrevistas rendidas por las víctimas, constituyen 

actos de investigación, pues han sido realizados sin el cumplimiento de 

esas dos condiciones que los hacen constitutivos de verdaderos medios 
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probatorios, ya que para dictarse una condena penal, no se vuelve 

suficiente en la construcción del convencimiento judicial la mera 

probabilidad, sino que se requiere de la certeza.[é] 

Con los argumentos consignados, también se demuestra el 

quebrantamiento a las formas procesales en cuanto a lo que debe 

considerarse como prueba, su extensión, pertinencia y valoración, 

puesto que al contarse con testigos que gozan de régimen de 

protección, que han sido debidamente admitidos para rendir sus 

deposiciones en la audiencia de vista pública, y existiendo la 

posibilidad de que éstos se constituyan en fuente directa de los hechos 

acusados, el Tribunal debió haber agotado todos los medios legales 

para su comparecencia y respectiva declaración, a efecto de cumplir 

con las condiciones antes descritas para que se configuren como 

verdaderos actos de prueba, en consonancia a los principios de 

inmediación y contradicción de la  misma, con el objeto de validar las 

conclusiones emanadas de la valoración de dicho material probatorio. 

En consecuencia y al haberse irrespetado las formas procesales 

descritas, también se configura el irrespeto a principios y garantías 

Constitucionales del proceso, lo que conlleva a una falta de 

fundamentación de la sentencia, debiéndose por ende, declarar la 

nulidad de la misma y ordenarse la reposición de la vista pública que 

le dio origen, y en aplicación del Art. 410 Pr. Pn., que desarrolla el 

efecto extensivo inmerso en los recursos, dicha sanción igualmente 
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abarcará a los otros imputados por quienes no se interpuso recurso 

alguno.ó 

(SALA DE LO PENAL/Sentencia Definitiva,  468-CAS-2007 de fecha 

19/04/2010) 

 

 

VALORACIÓN DE LA PRUEBA  

  

EXAMEN SOBRE VALORACIÓN DE ELEMENTOS PROBATORIOS 

DE CARÁCTER DECISIVO DEBE FUNDAMENTARSE EN MEDIOS 

LEGALMENTE ADMITIDOS EN LA ACUSACIÓN  

 

 òConsidera la Sala, que si bien el Tribunal de Juicio es libre en la 

selección y valoración de las pruebas que han servido para 

fundamentar su convencimiento, dicha libertad no puede ser 

entendida de manera extrema al grado de prescindir de una visión en 

conjunto de la legalidad y congruencia de la prueba; estando esta Sala 

inhibida de valorar la misma por no ser objeto del presente recurso y 

mantenerse así dentro de los límites del medio impugnativo que 

motiva la presente sentencia, pero dentro de tales límites le es 

permitido precisar que la motivación para ser completa debe estar 

referida tanto al hecho como al derecho, valorando la totalidad de las 
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pruebas introducidas legalmente al juicio y suministrando las 

conclusiones a que arribe el Tribunal A-quo sobre su examen y las 

consecuencias jurídicas que de su aplicación se derivan, por lo que la 

omisión en la valoración de elementos probatorios de carácter decisivo 

acarrea una exclusión y selección arbitraria de prueba, lo que no ha 

ocurrido en el caso de autos por las razones siguientes: 

En la sentencia encontramos que en el literal II se incorporó por medio 

de su lectura "...Informe de Inspección Técnico Catastral realizado por 

el T®cnico [é], de la Delegaci·n Departamental de Catastro de [é], (fs. 

281) suscrito por el se¶or [é], de fecha veinticinco de julio del a¶o dos 

mil seis, en el cual relaciona que de la inspección de campo realizada 

por el t®cnico [é] en un inmueble situado en Cant·n [é] del 

Municipio de [é], controlado catastralmente como parcela 072900 del 

mapa 562 01000 se determinó: : ...e) Este informe deja sin efecto los dos 

informes emitidos a los dieciséis días del mes de agosto de dos mil cinco, debido 

a que éste es más claro en su redacción. ( prueba común entre la fiscalía, 

querella y defensa)"; reflejándose la existencia de otros informes suscritos 

por el t®cnico [é] en fecha diecis®is de agosto de dos mil cinco, los 

cuales quedaron sin efecto, es decir carentes de valor, en cumplimiento 

a lo ordenado por la Directora del Instituto Geográfico y del Catastro 

Nacional, en su informe de fs. 274 y 278. 

Partiendo de lo anterior, y al examinar el auto de apertura a juicio, 

agregado a fs, 342 vto. se observa que la prueba documental admitida  

fue el informe técnico catastral de fecha veinticinco de julio de dos mil 

http://vto.se/
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seis extendido por el se¶or [é]. Tambi®n, se vuelve necesario 

remitirnos a fs. 170, en el que corre agregado el respectivo escrito de 

acusaci·n presentado por el Licenciado [é] en su calidad de 

querellante, y encontramos que efectivamente como prueba 

documental ofertó: ""..Informe suscrito por el se¶or [é], en su calidad de 

encargado de la Delegaci·n Departamental de Catastro de [é].."", sin 

embargo, a simple vista se nota que es un ofrecimiento vago e 

indeterminado en cuanto al número de informes, al contenido de éstos 

y a la fecha de su elaboración, pues no expresó- tal y como 

contrari amente lo asevera el impetrante en su libelo recursivo- que: 

"..A fs. 17 de la Sentencia impugnada, al referirse a la prueba documental de 

cargo, se menciona que tanto la Fiscalía como la Querella, ofertó como prueba 

un informe de fecha 25 de Julio de 2006, suscrito por el t®cnico [é], de fs. 281; 

lo cual no es cierto pues, como antes mencioné, los informes que la acusación 

ofertó fueron suscritos en fecha 16 de Agosto de 2005..". De todo lo antes 

transcrito, se puede colegir que el dictamen técnico catastral que fue 

admitido, incorporado y sobre el cual el A -quo expresó opinión, es el 

de fecha 25 de julio de 2006, y no los de fecha 16 de agosto de 2005, en 

consecuencia no es posible atribuirle a los jueces omisión en la 

valoración de elementos probatorios, más aún si tomamos en 

consideración que como característica esencial del auto en el que se 

admite la acusación, es que éste tiene por objeto determinar las pruebas 

que sustentarán la discusión, además de fijar el objeto del juicio y la 

calificación jurídic a del hecho; por otra parte, y sin perjuicio de lo 

anterior, el querellante al advertir  que la prueba que ofreció no se 
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admitió, tuvo el derecho de hacer uso de los recursos que la ley le 

franquea en la instancia respectiva y no pretender que sea este 

Tribunal el que subsane dicho error que en todo caso no es imputable a 

los jueces de sentencia; es por tales razones que la Sala considera que 

este motivo debe desestimarse por no existir el defecto denunciado." 

(SALA DE LO PENAL, Sentencia Definitiva, 184-CAS-2007, de fecha 

11/10/2010) 

 

 

ACUSACIÓN ALTERNATIVA  

DESVIRTUAR ALTERNATIVIDAD NO VULNERA EL PRINCIPIO 

DE CONGRUENCIA POR REFERIRSE ÉSTE A LOS 

ACONTECIMIENTOS HISTÓRICOS DEL HECHO Y NO A LA 

CALIFICACIÓN JURÍDICA  

 òCon relaci·n a los argumentos del recurrente, esta Sala hace las 

siguientes consideraciones: 

En virtud del principio de congruencia, no es posible alterar los hechos 

esenciales que constituyen el objeto del proceso; es decir, que el 

tribunal no puede basar su sentencia en hechos distintos a aquellos de 

los que se acusó al imputado, ni calificar los mismos en forma distinta, 

ni imponer una pena superior a la que los acusados solicitaron. De este 
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principio se extrae que, el hecho histórico sometido a juicio u objeto del 

proceso, determina los alcances o límites de la imputación sobre la cual 

debe pronunciarse el tribunal sentenciador; de ahí que, en la sentencia 

éste debe respetar esos límites. 

 El principio de congruencia, es perfectamente compatible con el 

principio iura novit curia, o, denominado también, de apreciación 

jurídica oficiosa, pues el sentenciador no está obligado a aceptar los 

razonamientos jurídicos aducidos por las partes, siempre, claro está, 

que se trate del mismo cuadro fáctico formulado en la acusación y 

admitido en el auto de apertura a juicio. Por tanto, se puede afirmar 

que, el principio de congruencia se refiere a los hechos, no a su 

calificación jurídica, por eso el Tribunal sentenciador podrá darles una 

calificación jurídica diferente a la plasmada en la acusación o en el auto 

de apertura a juicio. 

 En el presente caso, del análisis del escrito de acusación, auto de 

apertura a juicio y sentencia definitiva, se concluye que, el 

acontecimiento histórico objeto del proceso, no ha sido alterado por el 

sentenciador, es decir, la sentencia de mérito se refiere a los hechos tal 

y como fueron consignados por el ministerio público en la acusación y 

admitidos como objeto del debate en el auto de apertura a juicio. En tal 

sentido, se considera que, la queja del recurrente, estriba más en el 

hecho de que no fue tomada en cuenta la calificación alternativa que se 

propuso, lo cual era una circunstancia ajena al principio de 
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congruencia, en cuanto a que éste se refiere a los hechos y no a las 

calificaciones. Sin embargo, en vista de la solicitud de recalificación 

hecha por la representación fiscal, el tribunal A quo dio respuesta a 

dicha petición, específicamente en el apartado "V. - CALIFICACIÓN 

LEGAL Y SANCIÓN APLICABLE", de la sentencia impugnada que, en 

síntesis expresa, que dicha petición era improcedente por cuanto 

haberse resuelto en apelación, que las acusaciones alternativas han de 

versar sobre el mismo hecho y no sobre un hecho distinto; lo cual 

excluye la procedencia del defecto denunciado por el peticionario, 

pues el tribunal respondió al incidente planteado por el Agente 

Auxiliar de la Fiscalía. Ahora bien, siendo que la respuesta no fue 

favorable a los intereses del ente acusador, éste considera que, en el 

presente caso, se ha vulnerado el principio de congruencia; sin 

embargo, es de hacer notar que, lo que existe es una simple 

disconformidad con la resolución pronunciada por el A-quo, más que 

una violación a tal principio.  

 Por las razones antes expuestas, esta Sala desestima el presente 

motivo, y así se declarar§ en el fallo respectivo. [é]ó 

 Respecto de la errónea aplicación de los arts. 314 Inc. 3 Rel. 7 del Pr.Pn. 

este T[ribunal hace las siguientes consideraciones: 

 òEl Art. 314 Inc. 3Á Pr. Pn., expresa: "El f iscal o el querellante podrán 

en su acusación, señalar alternativamente, las circunstancias del 
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hecho que permitan calificar el comportamiento del imputado en un 

delito distinto, a fin de posibilitar la correcta defensa del imputado.".  

  

En cuanto a la acusación, como acto de imputación, es necesario tomar 

en cuenta que, el objeto procesal siempre consiste en una hipótesis, 

esto es, en una afirmación no verificada (hipotética) sobre el 

acontecimiento en el mundo real de un determinado comportamiento 

presumiblemente típico. De ahí que, ésta debe contener en lo mejor 

posible, la descripción precisa y detallada de la conducta acusada, con 

el propósito de establecer los linderos dentro de los cuales discurra 

toda la actividad procesal a fin de llegar a la verdad real acerca del 

mismo. 

Sin embargo, hay ocasiones en las que el hecho objeto de conocimiento 

da lugar a que se plantee más de una teoría viable, debido a que las 

circunstancias fácticas no están del todo esclarecidas al grado de 

generar duda por parte del ente acusador, dando motivo a que pueda 

variar la calificación jurídica. Por esta razón, la ley prevé la posibilidad 

de que el fiscal consigne en su escrito de acusación las hipótesis viables 

del suceso, con la finalidad de abarcar por completo todas las variables 

eventuales acerca del hecho acusado. No obstante, es menester aclarar 

que, las alternativas hipotéticas deben necesariamente, referirse a un 

mismo acontecimiento, como unidad histórica, es decir, que su 

manifestación en el mundo real sea idéntica aunque en su curso se 
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presenten variantes diferenciables, en otras palabras, tiene que 

consistir en una misma acción u omisión. 

La acusación alternativa supone que, el acusador pondrá en juego las 

hipótesis factibles, cuidando de describir todas las circunstancias 

necesarias para que puedan ser verificadas en la sentencia, sin perjuicio 

de ordenar el escrito de manera que permita entender cuál es la tesis 

principal y cuál o cuáles las subsidiarias o alternativas, previendo de 

antemano la posibilidad de que fracase alguna de las imputaciones o la 

imputación principal.  

  

 

REQUISITOS ESENCIALES PARA EL CUMPLIMIENTO DE LA 

ALTERNATIVIDAD DE LA ACUSACIÓN  

  

En el mismo orden de ideas, cabe aclarar que, la acusación alternativa 

se clasifica en objetiva, en cuanto se refiere directamente al hecho en sí 

mismo y a su tipificación normativa; y en subjetiva, respecto de los 

sujetos y a su grado de participación. 

  

Así mismo, en la categoría del concurso de leyes, la acusación 

alternativa, en su aspecto objetivo, plantea el problema de la 

adecuación típica que se da cuando un solo hecho puede ser calificado 

de acuerdo a más de una norma penal, pero que compartan al menos, 

su estructura tipológica, es decir, un mismo bien jurídico y un idéntico 
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resultado en el mundo exterior. Esto quiere decir, que la figura de la 

acusación alternativa, es aplicable cuando las calificaciones propuestas 

como alternas están en una sola línea de progresión en el ataque a un 

bien jurídico, pero que, en atención al principio del non bis ídem se 

plantean en el mismo proceso, a efecto de evitar la impunidad del 

hecho por una mala interpretación fáctica por parte del ministerio 

público.  

  

Por último, tenemos que, para la correcta aplicación de la 

alternatividad de la acusación se debe cumplir con dos requisitos 

esenciales, a saber: 1) homogeneidad del bien jurídico; y  2) 

inmutabilidad de los hechos.  

Ahora bien, al entrar al estudio del caso en concreto, encontramos que 

en el dictamen acusatorio, alternativo presentado por la representación 

fiscal consta que, se formuló la acusación por el ilícito penal de 

Homicidio Simple, Art. 128 Pn., y así mismo, por el delito de Fraude 

Procesal, Art. 306 Pn. Pero, de la "RELACIÓN CIRCUNSTANCIADA 

DE LOS HECHOS", se advierte que, el hecho acusado es exactamente 

el mismo para ambos casos, no pudiendo este Tribunal advertir las 

"circunstancias del hecho" que permitan calificar el comportamiento 

imputado en un delito distinto. Por otra parte, si bien es cierto que, la 

acusación alternativa requiere que se haga referencia a un mismo 

hecho, también es necesario que se plantee como hipótesis alternativa, 
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las circunstancias variables que permitan calificar el hecho de forma 

distinta pero homogénea a la principal.  

  

En el caso sub júdice, consta en autos que, no existe en el mencionado 

dictamen acusatorio evidencia de una hipótesis alternativa de los 

hechos acusados, más bien, el fiscal se limitó a proponer de forma 

aislada una calificación distinta, que en nada tiene que ver con los 

mismo. 

  

Finalmente, conviene aclarar que, otro aspecto que llama la atención a 

este Tribunal es que, los tipos propuestos como alternativos, se 

diferencian tanto entre sí, que más que un problema de interpretación 

de los hechos, pareciera una cuestión de concurso real de delitos, 

debido a que tenemos por un lado el delito de Homicidio Simple, 

tipificado en el Art. 128 Pn. contando con una estructura tipológica que 

consiste en un resultado muerte; una acción de matar, y un bien 

jurídico protegido que es la Vida; y, por otro lado, tenemos el deli to de 

Fraude Procesal, regulado en el Art. 306 Pn. el cual es un delito de 

mera actividad, cuya acción consiste en "alterar" o "suprimir", con 

intención de inducir a error en la investigación del delito, y cuyo bien 

jurídico tutelado es la Administración d e Justicia. En consecuencia, y 

con base en todo lo antes expresado se concluye que, los delitos 

acusados como alternativos en el presente caso, ostentan estructuras 

tipológicas absolutamente divergentes, lo que lleva a afirmar que son 
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heterogéneos entre sí, con lo cual se advierte que se falla en uno de los 

requisitos esenciales de la alternatividad, como es el de la 

homogeneidad, lo cual constituye un obstáculo infranqueable para 

seguir analizando la procedencia de la acusación alternativa. Por lo 

tanto, se concluye que no es posible estimar el motivo planteado por el 

recurrente. 

 En conclusión, y con base a todos los argumentos antes expuestos, esta 

Sala determina que, no ha lugar a casar la sentencia de mérito por el 

presente motivo.ó 

(SALA DE LO PENAL, Sentencia Definitiva,  44-CAS-2006 de fecha 

19/05/2010) 

 

 

 

DELITOS DE ACCIÓN PRIVADA  

REQUISITOS NECESARIOS PARA EJERCER ACCIÓN PENAL 

MEDIANTE ACUSACIÓN PARTICULAR  

òEl legislador dise¶· un procedimiento especial para los delitos de 

acción privada, estableciendo en el Art. 400 Pr. Pn., la facultad de la 

víctima de estos delitos, de promover la acción penal correspondiente a 

través de la presentación de la acusación por sí -en caso de ser ella 
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misma abogado- o mediante apoderado especial cuando no sea 

abogado o se trate de una persona jurídica. Esta acusación deberá 

reunir los mismos requisitos para la acusación pública regulados en el 

Art. 314 Pr. Pn.; y además, de conformidad con el Art. 106 Pr. Pn., al 

acusador por delito de acción privada también le serán aplicables las 

reglas comunes previstas para el querellante en el Capítulo IV, Título 

III, del Libro Primero, en lo que expresamente no se encuentre 

regulado de forma especial en el Capítulo Único, Título V del Libro 

Tercero, ambos del Código Procesal Penal. 

 

NECESARIA ACREDITACIÓN DE FACULTAD LEGAL PARA 

ACUSAR E IDENTIDAD DE LA VICTIMA SEA PERSONA 

NATURAL O JURIDICA  

 

De lo anterior se colige que al acusador por delito de acción privada le 

son exigibles los requisitos descritos en los Arts. 96, 97 y 98 Pr. Pn., y 

particularmente el que se refiere a la acreditación de la identidad de la 

persona víctima -sea natural o jurídica- y de la persona facultada para 

acusar en su nombre. En otras palabras, en el procedimiento por delito 

de acción privada, debe acreditarse, no sólo la facultad especial para 

acusar en representación de la víctima, sino además la identidad de la 

víctima representada, sea ésta una persona natural o jurídica, y en este 
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último caso, la prueba idónea para demostrar la existencia legal de una 

sociedad y la facultad para acusar, es la escritura pública de 

constitución de una sociedad, su respectiva inscripción registral, así 

como el punto de acta de elección de Junta Directiva que acredita la 

facultad para otorgar poderes especiales y la escritura pública del 

poder judicial especial. 

La exigencia de acreditación de la identidad de la víctima y de su 

representante, tiene como finalidad lograr individualizar al acusador 

quien, a partir de su admisión, adquiere la condición de sujeto procesal 

y ello garantiza la existencia real de un sujeto -individual o como 

persona jurídica- a quien se pueda imputar las consecuencias lesivas 

posiblemente originadas por la interposición de la acusación. De esta 

manera la comprobación de la existencia real de una persona jurídica y 

su representante, quien pretende acusar por un delito de acción 

privada, supone una garantía de fiabilidad en relación con el sujeto o 

persona que interpone la acusación. 

Es conocida la práctica forense de los Tribunales de Sentencia en 

cuanto a que la falta de presentación de los documentos que acreditan 

la existencia legal de una sociedad víctima de un delito de acción 

privada, no constituye un obstáculo para la admisión de la acusación, 

pues consideran suficiente la fe pública del notario sobre este punto, 

plasmada en la escritura pública de poder judicial especial que 

presentan los representantes de las víctimas. Sin embargo, los jueces en 
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materia penal son libres, tanto en la selección y rechazo de la prueba, 

así como en la valoración que hagan de la misma, pero el límite de esta 

libertad es la arbitrariedad y el abuso, de ahí el deber de los jueces de 

fundamentar sus resoluciones utilizando correctamente las reglas de la 

sana crítica, o dicho en otras palabras, para que las decisiones de los 

jueces no parezcan arbitrarias o abusivas, es necesario que en ellas se 

evidencie el cumplimiento a las normas del recto entendimiento 

humano. 

Dado que los testimonios de escrituras públicas son documentos 

públicos que gozan de una presunción legal de autenticidad 

(extrínseca e intrínseca) por el hecho de estar autorizados por un 

notario a quien la ley le ha dado fe pública acerca del hecho que motiva 

su otorgamiento, de su fecha, identidad de los otorgantes y 

declaraciones que éstos hacen ante dicho fedatario. De ahí que la 

autenticidad de tales documentos, en principio sólo podría ceder ante 

una expresa impugnación de las partes, porque se presentase el caso de 

que el documento en sí, revista la apariencia de auténtico pero se 

tienen otros indicios que ponen en duda su autenticidad total o parcial, 

en cuyo caso, las partes interesadas podrían impugnar su autenticidad, 

o bien tratándose del juzgador, éste podría exigir la presentación de 

otros medios probatorios para confirmar su autent icidad.  

[é] Esta Sala una vez más reconoce la legitimidad de la libertad 

probatoria otorgada a los jueces en el Art. 162 Pr. Pn, y por eso en el 
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caso concreto, no encuentra error alguno en los razonamientos 

expresados por el a quo: [...] Nótese que es correcta la interpretación 

que hace el a quo en relación con la exigencia de acreditación de la 

personalidad jurídica de la víctima, sin embargo no se advierten 

indicios -o por lo menos no los ha dejado ver el a quo en su resolución-, 

que pongan en duda la autenticidad del documento público 

presentado por el Licenciado [...], pues de ser así, ello justificaría el 

rechazo tácito que hizo el tribunal de la fe pública notarial y quedaría 

demostrado que actuó dentro de los límites a la libertad probatoria que 

el legislador dispone en el Art. 162 Pr. Pn. 

 

ACUSACIÓN PARTICULAR: DECLARATORIA DE 

INADMISIBILIDAD SIN PREVENIR  DEFICIENCIAS EN 

LA  ACTUACIÓN DEL ACUSADOR VULNERA PRINCIPIO DE 

ACCESO A LA JUSTICIA 

[é] Aunado a lo anterior, este tribunal de casaci·n advierte que las 

conclusiones a las que arribó el tribunal como consecuencia de haber 

restado valor probatorio a la fe pública de la notario en relación a la 

personalidad jurídica de la sociedad víctima, no son válidas. Esto 

porque obvió darle cumplimiento a lo prescrito en el Art. 96 Inc. Final 

Pr. Pn., en el sentido de que no previno al acusador las deficiencias u 

omisiones de su actuación promotora de la acción penal, y de una sola 

vez sancionó con la inadmisibilidad de la acusación, vulnerando el 
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principio fu ndamental de acceso a la justicia, al hacer una valoración 

desproporcionada del principio de imparcialidad de los jueces y la 

garantía de acceso a la justicia de la víctima. El acto de prevención 

establecido en el Art. 96 Inc. Final, Pr. Pn., constituye un mecanismo 

que garantiza el acceso a la justicia evitando el abuso de poder y la 

arbitrariedad.  

Por otra parte, no es cierto lo que afirma el a quo en su resolución: "... 

Es de hacer notar, que la declaratoria de inadmisibilidad "in limine 

litis", no implica negar el acceso a la justicia, dado que la persona 

afectado puede volver a plantear la acusación, Art. 96 Inc. Final CPP...", 

ya que a folios 1 del expediente judicial consta que la relacionada 

acusación ya había sido declarada inadmisible la primera vez por el 

Tribunal [...], y esta circunstancia era conocida por el a quo desde el 

momento que en su resolución declaró: " ...I.-Declárese INADMISIBLE  

por SEGUNDA VEZ,  la acusación incoada por el Licenciado [...], en 

calidad de Apoderado Especial Judicial, en contra de [imputado] por la 

presunta comisión del ilícito penal de CHEQUE SIN PROVISIÓN DE 

FONDOS,  previsto y sancionado en el Art. 243 Nº 1 Pn., en perjuicio 

del Orden Socioeconómico, subsidiariamente, de la expectativa de 

pago de la referida Sociedad [...]" En este sentido, la declaratoria de 

inadmisibilidad proveída por el tribunal de mérito, puso fin al derecho 

de la víctima de acceso a la justicia. 
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En consecuencia, es procedente anular el auto de inadmisibilidad 

proveído por el Tribunal [...], quedando expedito el derecho de la 

Sociedad víctima, de presentar una vez más su acusación ante la 

Oficina Distribuidora de Procesos.ó 

(SALA DE LO PENAL, Sentencia Definitiva,  250-CAS-2007 de fecha 

29/11/2010) 

  

ADMINISTRACIÓN FRAUDULENTA  

CONFIGURACIÓN COMO DELITO ESPECIAL REQUIERE 

DETERMINACIÓN DE LA PERSONA RESPONSABLE DEL MANEJO 

O CUIDADO DE LOS BIENES AJENOS 

  

 òComo tercer motivo, los recurrentes expresaron que, el tribunal 

sentenciador al momento de emitir la sentencia erró al manifestar que, 

en relación al delito contemplado en el Art. 218 Pn., era necesario un 

procedimiento especial de rendición de cuentas, pues dicho tribunal 

estimó que la disposición en comento, contemplaba un procedimiento 

previo al ejercicio de la acción penal, cuestión prejudicial o condición 

de procedibilidad, cuando en realidad tal disposición no establece 

ningún obstáculo para su ejercicio. De conformidad con lo anterior, 

esta Sala considera que, en el presente caso el tribunal sentenciador 
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analizó correctamente la adecuación típica del delito de 

Administración Fraudulenta, en el cual expresó lo siguiente: "... 

Concretándose de esta manera, por ADMINISTRACIÓN 

FRAUDULENTA: se identifica "Aquel abuso de confianza por parte 

del individuo que, habiendo sido designa do para llevar a cabo la 

administración, el manejo, o el cuidado de un patrimonio en interés de 

otra persona, y por lo tanto recibiendo bienes, abusa de la confianza 

depositada, al retener u ocultar valores en provecho propio, de las 

cosas o valores que se le entregaron para administrar o del producto de 

su venta. En opinión del ente acusador es a éste último supuesto a que 

se refiere el caso examinado. Sujetos: activo y pasivo. En atención al 

sujeto activo persona física o jurídica se entiende que se está en 

presencia de un delito especial impropio, porque sólo puede ser 

cometido por quien est§ facultado òPara el manejo, administraci·n o 

cuidado de bienes ajenos". Considerando lo prescrito por la norma 

antes citada, al exigir que el sujeto activo tenga a cargo "el manejo, la 

administración o el cuidado de bienes ajenos", para entender 

configurado el tipo, es preciso un particular elemento, dado que éste es 

uno de los denominados delitos "Especiales", ya que sólo puede ser 

cometido por quien tenga la calidad de responsable del manejo o 

cuidado de bienes ajenos. Importante cuestión a considerar en el caso 

examinado, dado el v²nculo sentimental existente entre el se¶or [é] y 

[la imputada] pareja de convivientes que les coloca en una situación 

complicada, puesto que él además es padre adoptivo de los hijos de 
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ella, lo que significa que posee obligaciones familiares de índole 

económico para tales menores, lo que podría dar la pauta para que la 

referida señora pueda estimar que posee justificación para gastar 

fondos de la víctima en el supuesto que él incumpla sus obligaciones 

familiares alimentarias para sus menores hijos.  

Del informe del [é], de los movimientos bancarios que {la imputada} 

realizó con la cuenta y con los fondos de la venta del inmueble de la 

víctim a, se advierte que sustrajo el importe total de esa transacción; de 

ahí que es posible deducir que en efecto ella gastó una suma de dinero 

indeterminada que le pertenecía a la víctima, misma que tenía el deber 

legal de entregar al [é], en virtud del mandato que se le había 

otorgado, esa conducta podría ser constitutiva del delito de 

Apropiación o Retención Indebidas, al margen que no se está 

indicando concurra el elemento subjetivo del injusto penal; sin 

embargo, dado que jamás se verificó un procedimiento especial de 

"rendición de cuentas" en la instancia judicial respectiva, no es posible 

identificar a cuánto asciende dicha apropiación. ...". 

Con base en lo anterior, esta Sala estima que, el fallo pronunciado por 

el tribunal sentenciador se encuentra apegado a derecho, pues se 

estableció que el comportamiento de la mencionada imputada no se 

adecuó a los elementos del tipo regulado en el Art. 218 Pn., es decir, 

al delito de Administración Fraudulenta, ya que no se pudo 

comprobar que la acusada tuviera el manejo, la administración o el 

cuidado de los bienes del [é]. 
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 NECESARIO COMPROBAR ACCESORIEDAD 

DE  RESPONSABILIDAD CIVIL COMO REQUISITO PARA 

DETERMINACIÓN DE LA CUANTÍA  

 

 [é], si bien es cierto el Art. 361 Inc. 3Á Pr. Pn., prescribe que si hubiese 

falta de pruebas, el A-quo tomará en cuenta, para pronunciarse sobre 

{la condena de la Responsabilidad Civil}: a) La naturaleza del hecho; b) 

sus consecuencias; y c) Los demás elementos de juicio que hubiera 

podido recoger; tampoco se puede dejar de señalar que en un sistema 

penal como el nuestro, de corte acusatorio, el ente fiscal no sólo tiene el 

deber de comprobar el ilícito penal sino también lo accesorio, es decir, 

debe instaurar toda una acusación accesoria civil anexa a la penal, para 

que de esa manera el juez pueda deducir el monto a compensar por 

parte del acusado. Por otra parte también hay que acotar que, habrá 

procesos penales en los cuales existirá obstáculo para proporcionar los 

datos concretos, en cuyo caso la Fiscalía General de la República 

deberá expresar al A quo, qué le impidió efectuarlo, o si el resultado 

del daño producido es tan objetivo, tendrá que argumentarlo en 

debida forma, para que una vez aclarada tal situación, el juez pueda 

resolver sobre la pretensión civil. Con base en lo anterior, queda 

desvirtuado el argumento planteado por los impetrantes,[...]"  
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(SALA DE LO PENAL/Sentencia Definitiva, 593-CAS-2007, de fecha 

22/10/2010) 

 

 

  

DERECHOS DEL IMPUTADO  

 

OFRECIMIENTO DE PRUEBA COMO PARTE DEL DERECHO DE 

DEFENSA MATERIAL DEBERÁ EJERCERSE BAJO CONTROL 

JURISDICCIONAL  

  

ò[é..] Con relaci·n al primer motivo invocado por el reclamante, 

consistente en la vulneración del derecho de defensa que le asiste al 

imputado en cualquier etapa del proceso, frente a la decisión que el A 

quo tomó de no admitir al testigo [é..] quien fue ofertado por el 

incoado durante la Vista Pública, aduciendo para tal denegatoria, que 

la etapa para ofrecimiento de pruebas, es decir, la de instrucción ya 

había concluido. En tal sentido, para determinar si las razones que 

motivaron tal decisión fueron suficientes, se harán las consideraciones 

siguientes: 

Tal y como lo establece el Art. 261 Inc. 3° Pr. Pn., "...si el imputado se 

abstiene de declarar, total o parcialmente, o rehúsa suscribirla, se 
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dejará constancia en el acta...", sin embargo, tal abstención no es óbice 

para que el procesado pueda rendir su declaración sobre los hechos en 

cualquier etapa procesal posterior, inclusive en la propia vista pública, 

pues su declaración forma parte del derecho de defensa material que le 

asiste por mandato constitucional; pero la prueba ofrecida por el 

encausado [éé], debe ser necesariamente sometida a examen para su 

admisión, tomando en cuenta los criterios de pertinencia, 

trascendencia, utilidad y legalidad. Si el tribunal determ ina que es 

impertinente, no es útil o cuando los hechos que se pretenden probar 

resultan no relevantes o son repetitivos o superabundantes, sí será 

improcedente su admisión. Además, el Juez deberá considerar la 

eficacia de la prueba para demostrar el hecho al que se refiere, pues la 

conducencia de la prueba no es cuestión de hecho, sino de derecho, 

porque se trata de determinar si legalmente puede recibirse o 

practicarse. Además, es imperativo analizar si se está en presencia de 

un hecho nuevo o necesario para mejor proveer o si la prueba no era 

conocida por el procesado, siendo preciso considerar si ésta surgió con 

posterioridad o si. sabiendo de su existencia no fue posible su 

obtención y consecuente ofrecimiento, o bien, ofreciéndola él o su 

defensor, el juez de instrucción no se pronunció sobre ella. En todo 

caso, el juez podrá en tanto proceda tal decisión, rechazar la prueba 

ofrecida debiendo cumplir con lo dispuesto en el Art. 130 Pn. 

Es cierto que el Juez es la autoridad pública que debe examinar la 

admisibilidad de la prueba y determinar cuál se recibirá durante las 
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diversas fases del procedimiento, tomando en cuenta su pertinencia en 

relación con el objeto del juicio, para lo cual debe valorar su incidencia 

en cuanto con ella se pretende demostrar un hecho de importancia 

para la decisión (averiguación de la verdad sobre el hecho atribuido, 

sobre todas sus circunstancias y consecuencias), así como también 

determinando su utilidad según el estado del juicio, para ello debe 

ponderar la abundancia o escasez de la prueba, y su importancia para 

la toma de la decisión ajustada a la verdad. 

Pues bien, señalado lo anterior, valga comenzar afirmando que para 

determinar la pertinencia de la prueba que fue rechazada por el juez, es 

necesario analizar la pretensión probatoria del imputado, la cual se 

logra extraer de su ofrecimiento, pues procuraba establecer que el día 

de los hechos se encontraba trabajando con los se¶ores [éé]. De lo 

dicho se colige, que el testigo [é.], exist²a en las etapas anteriores a la 

vista pública, y en este punto, resulta cuestionable que ni el indiciado, 

ni la defensa, lo hayan mencionado en otros momentos procesales. 

 La manera de proceder por parte de la defensa, podría ser considerada 

corno una estrategia utilizada, debido a que esperó hasta el último 

momento para pretender probar una circunstancia que pudo haber 

establecido desde un principio; si bien es cierto, el ofrecimiento de 

prueba es parte del derecho de defensa del imputado, el mismo no 

debe entenderse que va a ser ejercido sin ningún tipo de control. Bajo 

tales presupuestos, dicha prueba está sujeta a las consideraciones 

expresadas en párrafos antepuestos, para el caso, que se trata de una 
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de revelación insospechada o desconocida hasta el momento o que por 

alguna dificultad no haya podido proponerla en otra etapa del proceso 

o aún cuando habiéndola ofertado en instante oportuno, fueron 

rechazados ilegal o indebidamente. 

En el caso de mérito, esta Sala estima que lo invocado por el 

gestionarte no ha consistido en ninguna información inesperada o 

ignorada, puesto que se conocía con anterioridad la existencia del 

referido testigo, tampoco consta que hubiese un obstáculo que 

demuestre dificultad de ofertar el testigo, ni se observa en el proceso 

indicio de que haya sido rechazado ilegal o indebidamente en otras 

etapas. 

Por último, la prueba ofrecida no tiene el carácter decisivo para variar 

la situación jurídica de los imputados, pues aún y cuando la referida 

declaración hubiese sido inmediada el fallo se mantendría incólume, 

ya que el hecho principal, así como la forma en que sucedió y la 

identidad de los indiciados fueron acreditados con la prueba de cargo 

que desfiló en el juicio, la cual fue valorada por los letrados del 

proceso, habiéndose generado certeza acerca de su culpabilidad, en 

consecuencia no es procedente anular la sentencia, en virtud de no 

existir la infracci·n denunciada.[é..]ó 

(SALA DE LO PENAL/Sentencia Definitiva, 369-CAS-2007, de fecha  

11/08/2010) 
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RECONOCIMIENTO POR FOTOGRAFÍA  

PRESENCIA DE ASISTENTE NO LETRADO COMO DELEGADO 

DEL FISCAL GENERAL NO VULNERA PRÁCTICA DE DILIGENCIA  

  

ò[é] este Tribunal comparte el criterio de los impetrantes respecto de 

que en Vista Pública el acusado tiene la posibilidad de ofertar prueba 

en su declaración indagatoria y que el A quo debe resolver sobre su 

admisión, basado en los cánones normales para ello; es decir, 

legalidad, pertinencia, utilidad y necesariedad; adicionándole, el 

valuar las razones por las cuáles lo hace hasta esa etapa procesal.  

[é] no existe duda de la oferta de los documentos aludidos y del 

rechazo que de éstos hizo el A quo; por lo que, corresponde observar 

hipotéticamente; primero, si el incorporar la constancia extendida por 

el Jefe de 1a Sección de Investigación Profesional de la Corte Suprema 

de Justicia, donde se inform· que [é], no era abogado de la Rep¼blica 

a la fecha de la expedición de la misma, afecta de forma decisiva el 

fallo. En ese entendido, merece resaltar que el fin perseguido con dicho 

documento era demostrar que el acto de reconocimiento fotográfico 

realizado por Cárdex, en que se identifica a su patrocinado como 

partícipe del hecho juzgado, se ejecutó con infracción constitucional; 
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puesto que, en esa diligencia concurri· el [é] como Agente Auxiliar 

del Fiscal General de la República, quien, según sostienen los 

impetrantes, ejerció la dirección funcional en tal acto, sin ser abogado 

de la República, siendo que esa falta de autorización para ejercer la 

abogacía le imposibilitaba para dar dicha dirección funcional.  

[é] es preciso traer a cuenta que a la entrada en vigencia del Código 

Procesal Penal [é], no era requisito indispensable para ejercer la 

función de Agente Auxiliar del Fiscal General de la República el ser 

abogado, ya que la Ley Org§nica del Ministerio P¼blico [é], reg²a en 

su art. 14 que: "Para desempeñar el cargo de Agente Auxiliar del Fiscal 

General de la República, se requiere: Ser salvadoreño, mayor de edad, 

Abogado de la República o estudiante  de una Escuela de Derecho de 

cualquiera de las universidades autorizadas por el Estado que por lo 

menos haya aprobado la asignatura de Derecho Procesal Penal o su 

equivalente". Sin embargo, por medio del decreto legislativo número 

418 [é] se adicion· el Art. 453 "A", al C·digo Procesal Penal, como una 

disposición transitoria que expresa: "Los Auxiliares del Fiscal General 

de la República (...) que no sean abogados, podrán ejercer las funciones 

que les establece este Código, durante un período de dos años a partir 

de la vigencia de este decreto". El cual fue prorrogado mediante 

decreto legislativo 158 con el texto siguiente: "Art. 1.- Prorrogase por 

un año más, la vigencia del Art. 453-A, a fin de que los Auxiliares del 

Fiscal General de la República (...) que no sean abogados, ejerzan las 

funciones que establece el Código Procesal Penal. (...) Art. 2.- Los 
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Auxiliares del Fiscal General de la República (...) que vencido el plazo a 

que hace referencia el Art. 1 de este decreto, no hayan sido autorizados 

como abogados, podrán ser reubicados dentro de dichas instituciones, 

previa evaluación y compro bación que han continuado su proceso de 

estudio y autorización", el cual estuvo vigente hasta el día uno de 

noviembre de dos mil uno; por lo que, a partir del dos de noviembre 

de dos mil dos, los Agentes Auxiliares del Fiscal General de la 

República que no estaban autorizados como abogados, YA NO 

PODÍAN EJERCER LAS FUNCIONES que establece el Código Procesal 

Penal. Y, seg¼n los recurrentes el se¶or [é], en calidad de Agente 

Auxiliar del Fiscal General de la República, ejecutó actos de dirección 

funcional el día dos de junio de dos mil cuatro. 

En ese contexto, como punto de partida debe constatarse la 

concurrencia del se¶or [é], al acto de reconocimiento fotogr§fico por 

medio de Cárdex en alusión; si actúo como Agente Auxiliar del Fiscal 

General de la República; y, si estaba ejerciendo la dirección funcional 

del acto; [...]  

[é] los Agentes de la Polic²a Nacional. Civil, dejaron constancia que su 

actividad se encontraba amparada bajo las normas legales que 

mencionan, la cual puede efectuarse por iniciativa propia o por orden 

fiscal, siendo esta última la que interesa; en ese sentido, partiendo de la 

premisa que los agentes de la policía, en todo caso, actuarán bajo la 

dirección de los fiscales, dejando constancia en el acta de 

las  instrucciones que reciban de éstos (Art. 244 Incs. 1° y 2° Pr.Pn.) y, 
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que el texto del acta posee en forma concisa la esencia de lo acontecido 

en su literalidad; se tiene que, el se¶or [é], estuvo presente el d²a dos 

de junio de dos mil cuatro, en la diligencia de reconocimiento 

fotogr áfico por medio de cárdex que ocupa, como miembro de la 

Fiscalía General de la República; aunque el término empleado fue "en 

compañía"; no habiendo evidencia alguna en el documento que el 

se¶or [é] girar§ orden o direcci·n en su calidad de representante de la 

Fiscalía General de la República; de ahí que, por la obligatoriedad de 

los miembros de la Policía Nacional Civil de hacer constar en el acta las 

instrucciones que reciban de los Fiscales, sobre todo si están bajo su 

dirección, valga decir funcional, se parte que éste no estaba ejerciendo 

dicha dirección, máxime si se toma en cuenta que concurrió a la firma 

del acta, con lo que se corrobora su conformidad con lo que ahí se 

plasmó. Lo sostenido hasta el momento, guarda coherencia con el 

requerimiento fiscal firmado y presentado por el licenciado [é], en su 

calidad de Agente Auxiliar del Fiscal General de la República el día 

diecinueve de agosto de dos mil cuatro, en la parte en la que nombra 

como su asistente no letrado al se¶or [é], para que realice tareas 

accesorias a su función, fecha en la cual no se disputaba sobre si éste 

ejerció dirección funcional en la diligencia de reconocimiento por 

fotografía en Cárdex que atañe. 

[é] de los elementos obrantes en autos no puede concluirse que el [é] 

ejerciera actos de dirección funcional en el reconocimiento de 

fotografías por medio de Cardex citado; sin embargo, no cabe duda 
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que su presencia en esa diligencia era como representante, en alguna 

medida, de la Fiscalía General de la República, concretamente como 

asistente no letrado de los Fiscales Auxiliares que llevaron el caso. 

En abono a lo sostenido, a tenor del Art. 85 Inc. 1°  Pr.Pn., que dice: "En 

el ejercicio de sus funciones, los fiscales tendrán el poder de solicitar 

informaciones, requerir la colaboración de los funcionarios y 

empleados públicos", se ha estudiado el expediente para cotejar si el 

se¶or [é] requiri· alg¼n informe o, si le fueron dirigidos a ®ste, de lo 

cual se pueda colegir que se atribuyó competencias que no le eran 

permitidas y determinar l a posibilidad que le asista la razón a los 

impugnantes; sin embargo, los informes obrantes en el expediente 

est§n destinados a los Licenciados [é] como Fiscales de enlace de la 

División Elite Contra Crimen Organizado y, la diligencia de confesión 

extrajudicial del se¶or [é] fue dirigida por el fiscal [é]. 

De manera que, la única conclusión factible que se desprende de los 

autos es que la presencia del se¶or [é] en la tanta veces mencionada 

diligencia, tenía por finalidad que el acto fuera realizado 

correctamente; es decir, prestaba un servicio de auxilio Fiscal y, no de 

dirección. Lo que se deduce fácilmente de todo lo que se ha venido 

narrando, ya que en el acta en alusi·n se relaciona que [é] pertenece a 

la Unidad Contra el Crimen Organizado de la Fiscalía  General de la 

República y, debajo de la firma de éste aparece la palabra "Fiscal", acto 

que a la fecha de su realización DOS DE JUNIO DE DOS MIL 

CUATRO, se encontraba amparado legalmente, como se vio al inició 
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de la presente, en el Art. 14 de la Ley Orgánica del Ministerio Público, 

(vigente hasta el veintinueve de junio del dos mil seis), que expresaba 

òPara desempe¶ar el cargo de Agente Auxiliar del Fiscal General de la 

Rep¼blica, se requiere: Ser (é) Abogado de la Rep¼blica o estudiante 

de una Escuela de Derecho de cualquiera de las universidades 

autorizadas por el Estado que por lo menos haya aprobado la 

asignatura de Derecho Procesal Penal o su equivalenteó, y el decreto 

legislativo 158, [é] Art. 2, que dice: òLos Auxiliares del Fiscal General 

de la Rep¼blica (é) que vencido el plazo a que hace referencia el Art. 1 

de este decreto, no hayan sido autorizados como abogados, podrán ser 

reubicados dentro de dichas instituciones, previo evaluación y 

comprobación que han continuado su proceso de estudio y 

autorizaci·nó, requisitos que no han sido puesto en duda y, que 

tampoco son verificables en el expediente; por lo que, debe asumirse 

que eran reunidos por parte del se¶or [é] 

  

POSIBILIDAD DE REALIZARSE POR LA POLICIA NACIONAL 

CIVIL DENTRO DE LAS DILIGENCIAS I NICIALES DE 

INVESTIGACIÓN POR INICIATIVA PROPIA O POR ORDEN DEL 

FISCAL 

  

Y, circunscrito el Ad quem al análisis del otro planteamiento en este 

motivo, se destaca que éste se divide en tres vertientes: 1) Es falso que 

la diligencia se haya efectuado como anticipo de prueba, puesto que 



 

LINEAS JURISPRUDENCIALES SALA DE LO PENAL 2010. ESCUELA DE CAPACITACION FISCAL.
 Página 41 
 

fue un acto de investigación, 2) Que careció de dirección funcional y, 3) 

Que debe carecer de valor probatorio conforme los Arts. 268 y 276 

Pr.Pn.  

  

[é] el Tribunal Sentenciador err· en la clasificaci·n que le ha dado a 

dicho documento; puesto que, al confrontar el texto del acta en alusión 

con el artículo que precede, se tiene que en esa diligencia no medio 

actuación judicial; por lo que, su práctica tampoco se efectuó como una 

prueba anticipada a la vista pública; sin embargo, lo anterior no lo hace 

descartable de la masa probatoria, ya que ésta la llevaron a cabo los 

Agentes Policiales en base a los Arts. 123, 215, 239 Inc. 1° y, el Art. 244 

Inc. 2° Pr.Pn. a la que habrá de agregarse el Art. 241 del mismo Código.  

Referente al segundo argumento, se retoma la idea que se han citado 

las disposiciones legales que habilitan a los Agentes de la Policía 

Nacional Civil a realizar dentro de las diligencias in iciales de 

investigación, por iniciativa propia o por orden fiscal, actos como el 

que ahora ocupa Art. 239 Inc. 1Á Pr.Pn., dice: ò la polic²a, por iniciativa 

propia, por denuncia o por orden fiscal, procederá a investigar los 

delitos de acción pública, a impedir que los delitos cometidos sean 

llevados a consecuencias ulteriores, a identificar y aprehender a los 

autores, participesó y, que el acta que se levanta posee en forma 

concisa la esencia de lo acontecido en su literalidad; por lo que, para 

robustecer, ampliar, corregir o, desvirtuar el contenido de tal 

documento se debe recurrir a medios periféricos o al interrogatorio de 
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sus intervinientes y, no quedar los alegatos en meros argumentos, en el 

caso de autos, se ha corroborado que el se¶or [é] no estaba ejecutando 

en ese acto dirección funcional, lo que no descarta que existiera y, sin 

embargo, de la fundamentación descriptiva del fallo, específicamente 

de la deposici·n del testigo [é], Agente de la Polic²a Nacional Civil, no 

se mira que fuera interrogado acerca de que si el reconocimiento en 

rueda por fotografía mediante cárdex, se hizo por iniciativa propia o, 

por dirección funcional y, en este último supuesto, quien giraba las 

ordenes, aunque por el auxilio fiscal se puede concluir que si había un 

direccionamiento por parte de la Fiscalía General de la República. En 

conclusión, por las razones dadas no puede considerarse que el acto 

adolezca de vicio; de manera que, corresponde desestimar este extremo 

del motivo.  

  

 

VALIDEZ COMO PRUEBA DOCUMENTAL REQUIE RE 

CONFIRMACIÓN POR MEDIO DE PRUEBA TESTIMONIAL 

DURANTE LA VISTA PÚBLICA Y VALORACIÓN CONFORME A 

LA SANA CRÍTICA  

  

Y, en torno al tercer punto, es atinado citar dos precedentes de este 

Tribunal, el primero, [é] clasificado bajo el n¼mero 418-CAS-2005 en 

lo que interesa dice: "los reconocimientos por fotografías que 

documentan las actas a que refiere el impetrante, constituyen actos de 
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investigación, ejecutados con el fin de individualizar a las personas 

posiblemente autoras o partícipes de los hechos que se indagaban, a 

efecto de asegurar que el eventual ejercicio de la acción penal 

respectiva se dirigiera contra quien verdaderamente se quería imputar 

la conducta objeto de averiguación (...) Todo lo anterior, legítima la 

incorporación al juicio de esa inform ación, no obstante su carácter de 

documentación procesal y más allá de la denominación del medio o 

procedimiento probatorio a través del cual se efectuó, para el caso 

prueba documental, conforme al principio de liberta probatoria, Art. 

162 Inc. 1° C.P.P."; y, el segundo, [é] en el expediente numerado en 

esta sede como 314-CAS-2006 [é], en lo que ata¶e expresa: 

"Inicialmente, esta Sala concuerda con la doctrina en que el 

reconocimiento por fotografías, practicado en sede policial, constituye 

un procedimiento  investigativo válido, pero tan sólo como medio para 

individualizar al autor o autores del hecho en los primeros momentos 

de la investigación, pero de ningún modo constituye un auténtico 

reconocimiento, suficiente por sí mismo para tener por desvirtuada la  

Presunción de Inocencia, Art. 12 Cn.. Para que un reconocimiento de 

esta naturaleza, contenido en acta, sea valorado como prueba 

documental, en calidad de indicio, es necesario que el mismo sea 

confirmado por el testigo pertinente durante la vista pública , y se 

someta al correspondiente interrogatorio, y luego sea valorado 

conforme a las normas de la sana crítica". 
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Teniendo ese marco de referencia y, traído al que ocupa, resulta que 

como se dijo anteriormente los agentes policiales en el acta de 

reconocimiento fotográfico por medio de cárdex dejaron constancia 

que su actuación se amparaba en los Arts. 123, 215, 239 Inc. 1° y 244 

Inc. 2 Pr.Pn.; por lo que, como se ha venido sosteniendo su actuación es 

válida. Y, como ya se expresó, el Art. 123 Inc. 3° del Código Procesal 

Penal, menciona [é] que: "El acta de la inspecci·n del lugar del hecho, 

de un registro o requisa, llevará la firma del policía o funcionario a 

cargo del acto o registro. Con estas formalidades ella podrá ser 

incorporada por su lectura la vist a pública"; es decir, que si el acta de la 

diligencia de investigación fue firmada por el policía a cargo de la 

misma y, cumple con los demás requisitos de forma destinados para 

ella, ésta es incorporable por su lectura a la Vista Pública. En otras 

palabras, el documento en alusión si puede ser valorado en el juicio, 

como ya se dijo. [é]ó 

(SALA DE LO PENAL/Sentencia Definitiva, 444-CAS-2007, de fecha  

08/11/2010) 

 

 

  

VALORACIÓN DE LA PRUEBA  
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EXAMEN DEL  RECURSO DE CASACIÓN LIMITADO A LA 

INTANGIBILIDAD DE LOS  HECHOS 

  

 òEn los tres motivos relacionados con la fundamentaci·n, la 

metodología sugerida por el impugnante consiste en teorizar sobre 

situaciones de orden fáctico, entre las cuales, y para fines 

ejemplificativos, cabe mencionar la interrogante formulada  por él, 

consistente en indagar el por qué si la menor afirmó que se "halaba", el 

reconocimiento de genitales dictaminó que la región genital no 

presentaba: "...traumas recientes ni antiguos"; de la misma manera, se 

refiere a otros aspectos también de contenido probatorio, cotejando 

cada uno de ellos con el relato de la menor, insistiendo en demostrar su 

descrédito, y por consiguiente, la errónea, insuficiente o ilegítima 

fundamentación realizada por el sentenciador. 

Hay varios aspectos que ameritan delimitarse a los efectos de la 

casación; en principio, la intangibilidad de los hechos, supone un 

margen de apreciación únicamente del ejercicio lógico y jurídico 

llevado a cabo por el sentenciador en la construcción del cuadro 

fáctico, de tal manera que casación no podría suponer un significado 

específico fuera de lo expresado por el perito o testigo; sin embargo, 

con respecto a esos dictámenes científicos, el juzgador elabora juicios y 

proposiciones, siendo en esta esfera donde casación despliega sus 

efectos. 
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 En tal sentido, lo vedado a casación es precisamente incursionar en 

situaciones fácticas, derivando de ciertas hipótesis alternativas una 

conclusión más allá del propio bagaje probatorio, pues si el médico o 

psicólogo expresó un determinado hallazgo, mal haría casación en 

buscarle un sentido o alcance distinto, y mucho menos asumir 

circunstancias de índole probatoria, como sucedería si en esta sede se 

descartara lo dicho por la víctima, en atención a que el examen de 

genitales supondría haber demostrado que ella mintió por no existir 

señales de violencia o de penetración en sus genitales. 

  

POTESTAD EXCLUSIVA DEL TRIBUNAL SENTENCIADOR  

  

Pierde de vista el recurrente que la valoración de los medios 

probatorios sobre los cuales el sentenciador fundamentó su fallo, es 

potestad privativa del tribunal de mérito, particularmente en un caso 

donde la principal y única testigo presencial del hecho es la misma 

víctima, por tratarse de un delito de agresión sexual; debiendo tenerse 

presente que los juzgadores cumplieron con su deber de motivar, 

expresando las razones por las cuales el relato de la menor les generó 

credibilidad y suficiente certeza de la ocurrencia del ilícito, siendo ésta 

una facultad propia y exclusiva del tribunal del juicio, de acuerdo al 

principio de  inmediación de la prueba. 
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Otro aspecto diferente, pero no menos importante, es el tipo penal por 

el cual se procesa a [é], ya que el delito de Agresi·n Sexual en menor e 

incapaz, según la modalidad demostrada en la plataforma fáctica y la 

calificación jur ídica aplicada por el sentenciador, consiste en actos de 

contenido sexual en los que no se requiere violencia física, y mucho 

menos involucra el hecho concreto consistente en acceso carnal, según 

la descripción típica del Art. 161 Pn.; siendo éstas otras razones por las 

que no lleva razón el impugnante al cuestionar la valoración intelectiva 

del juzgador, aún con el dato de la ausencia de rastros de violencia 

física. 

Con base en las razones expuestas, se desestimarán los tres motivos 

relacionados con la fundamentaci·n probatoria, [é].ó 

(SALA DE LO PENAL/Sentencia Definitiva,  671-2008, de fecha 

17/07/2010) 

 

 

AGRESIÓN SEXUAL EN MENOR E INCAPAZ  

  

REGULACIÓN EXPRESA DE LA MINORIA DE EDAD DEL SUJETO 

PASIVO PARA LA CONFIGURACIÓN DEL DELITO  
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ò[é] A pesar que el recurrente dentro de su escrito ha identificado tres 

causales diferentes de casación, es decir, defectos de derecho -

entiéndase la errónea aplicación de los artículos 161 y 63 del Código 

Penal- y del procedimiento -esto es, la .falta de fundamentación de la 

sentencia-, la médula de su reclamo consiste en cuestionar la 

motivación jurídica efectuada por el Tribunal de mérito. De tal forma, 

señala concretamente que el sentenciador omitió dar tratamiento a los 

aspectos relevantes de la figura delictiva aplicada, es decir: a. El tipo 

penal descrito en el Art. 161 del referido cuerpo normativo no exige la 

minoridad; b. No ha sido examinado, ni desarrollado el tipo subjetivo; 

c. Se ha prescindido la consideración que la agresión sexual fue 

consumada valiéndose el autor de la enajenación mental, el estado de 

inconsciencia o la incapacidad de resistir de la víctima. Como corolario 

de ello, continúa, la sanción jurídica impuesta no resulta proporcional, 

en tanto que se debió absolver al imputado por la conducta que le 

fuera atribuida. En definitiva plantea que, al dejar de explicar los 

extremos esenciales respecto del delito y omitir especificar en qué 

consistió el accionar del imputado, el pronunciamiento emitido devino 

omiso en su motivaci·n jur²dica. [é]. 

A efecto de verificar si ciertamente existe el vicio denunciado, se 

retoman los pasajes de la sentencia que fundamentan la resolución 

impugnada, así pues, a Fs. 191 vuelto, en el acápite titulado 

"ELEMENTOS DEL DELITO ACREDITADO", se ha consignado [é] 
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Consideró esta Sala oportuno retomar los razonamientos efectuados 

por el Tribunal, con la finalidad de esclarecer los puntos concretos que 

han sido atacados por el recurrente. 

Como se dijo, quien impugna señala en un primer momento, que la 

condición de minoridad de la v íctima, quien al momento de cometerse 

el hecho delictivo era menor de doce años -lo cual se ha demostrado 

con la respectiva certificación de partida de nacimiento, la cual consta 

agregada en el expediente judicial, a Fs. 97- no es trascendente para la 

configuración del delito en estudio.  

Sobre este particular, se retomará el texto del delito de Agresión sexual 

en Menor e Incapaz, del Art. 161 del Código Penal, que contempla dos 

variantes, a saber: la primera de ellas, cometida en menor de doce años 

de edad; y luego, la que se realiza en cualquier otra persona que ha 

sido agredida sexualmente aprovechándose de su enajenación mental, 

de un estado de inconsciencia o de su incapacidad de resistir. 

  

 

FALTA DE AUTODETERMINACIÓN SEXUAL CUANDO LA 

VÍCTIMA ES MENOR D E EDAD 

   

Como se advierte, el nomen iuris o la identificación nominal del ilícito, 

supone entre sus elementos objetivos la especial circunstancia de la 

minoría de edad. Ello encuentra sentido, a partir del bien jurídico 

tutelado, el cual corresponde a la libertad sexual, fragmento del amplio 
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derecho de Libertad reconocida en el Art. 2 de la Constitución; y que 

en el supuesto del Art. 161 del Código Penal, regula situaciones de 

personas que no poseen a criterio del legislador, la capacidad física, 

psíquica o intelectual que les permita conocer el significado de los 

actos sexuales, puesto que carecen de autonomía para determinar su 

comportamiento sexual, en tanto que el menor no comprende a partir 

de su corta edad que actos del contenido indicado, pueden alterar el 

correcto desarrollo de su personalidad. Como forma especial de tutela, 

el legislador ha dispuesto que no existen facultades de 

autodeterminación sexual cuando el sujeto pasivo del hecho sea un 

menor de doce años de edad. Aunado a lo anterior, debe ser tomado en 

cuenta el esfuerzo de la legislación nacional así como de la 

internacional, en el sentido de rodear al niño de una serie de garantías 

y beneficios que lo resguarden en el proceso de formación y desarrollo 

de la infancia hacia la adultez, circunstancia que ha dado nacimiento al 

principio del interés superior del menor para la resolución de 

conflictos en que se involucre este sector tan vulnerable. A través de 

éste, se propugna que dicho sector de la población tiene derecho a ser 

protegido contra  el maltrato y los abusos de toda índole por parte de 

sus padres, de sus representantes legales, de las personas responsables 

de su cuidado y de los restantes miembros de su grupo familiar y 

escolar. En concordancia con las líneas aquí desarrolladas, se 

desacredita el reclamo efectuado por el impugnante, para quien es 
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intrascendente la condición de menor para la comisión del delito que 

actualmente se estudia. 

  

DEBIDO EXAMEN DE TIPICIDAD ABARCA TANTO  ELEMENTOS 

OBJETIVOS Y SUBJETIVOS DEL TIPO PENAL 

  

En lo pertinente al análisis del tipo objetivo de la Agresión sexual en 

menor, alude el recurrente que éste ha sido impreciso, por cuanto no 

detalla si la conducta desplegada por el sujeto activo del delito 

consistió en el aprovechamiento de la enajenación mental, el estado de 

inconsciencia o la incapacidad de resistir de la víctima. Sobre este 

particular, basta con leer el contenido integral de la sentencia, para 

comprender que la conducta delictiva ha sido adecuada según el inciso 

primero del Art. 161 del Códig o Penal, pues tal como se desprende del 

acápite denominado "ANÁLISIS DE TODAS LAS PRUEBAS 

PRESENTADAS ", el imputado tomando ventaja de la incapacidad de 

resistir de la menor víctima, tal como se ha establecido en los hechos 

acreditados: "estaba viendo la t elevisión en un cuarto y cuando él 

llegó, sólo la agarró y la acostó en la cama, ella le dijo que la soltara y 

no la soltaba, pero él comenzó a besarla en el bloomer, en la parte de 

la vulva, después que la dejó de besar se fue, a su hermana la agarró 

para que no le fuera a decir a su mamá." (Sic). Como se advierte, no es 

válido afirmar que exista un completo vacío en cuanto a la 
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determinación objetiva del tipo penal de la Agresión Sexual en Menor 

e Incapaz. 

 Efectivamente constituye Agresión Sexual en Menor e Incapaz, el sólo 

hecho de aprovecharse de la edad, indefensión e incapacidad de 

resistir del menor, dado que una persona de nueve años se encuentra 

privada de expresar su propia aceptación o rechazo ante cualquier 

propuesta de contenido sexual, por ello es que el legislador penal 

decidió castigar dicha conducta como agresión sexual sin necesidad de 

que exista violencia física durante el hecho, especialmente porque no 

podemos ignorar, que una infante con las características señaladas, se 

hallaba psicológicamente imposibilitada para resistir o para consentir. 

Cabe aclarar, que el impedimento señalado, no hace referencia 

exclusiva a las condiciones intelectuales del sujeto pasivo, sino a todos 

aquellos factores mentales, físicos o psicológicos que impidan a la 

víctima ejercer o mantener una adecuada defensa de su libertad sexual, 

circunstancias de las cuales se aprovecha el imputado para lograr su 

cometido. 

Sumado a la forma en que se exteriorizó el comportamiento y los 

demás sucesos que rodearon el caso, se encuentra la diferencia de edad 

entre víctima y victimario, de lo cual se colige que la conducta de 

contenido sexual con una menor que contaba con apenas nueve años 

de edad fue asumida voluntariamente por su autor, en conocimiento 

del influjo pernicio so que su accionar podría tener en el desarrollo 

psicológico, físico y de la sexualidad de la víctima. 
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Es así, que esta Sala no encuentra que este primer análisis impugnado, 

se encuentre impregnado de imprecisiones o faltas a la claridad, tal 

como pretende hacer ver el casacionista; por el contrario, se comprende 

que ha sido respetuoso del Principio de Derivación y Razón Suficiente, 

puesto que del análisis de las pruebas, se realizó un análisis 

concatenado y acertado que permitía decantarse por la decisión 

judicial tomada.  

Indica por otra parte el recurrente, que se extraña el análisis respecto 

del elemento subjetivo del delito acusado, es decir, de la tipicidad 

subjetiva requerida por el delito enrostrado. Al respecto, aunque de 

forma sencilla y breve, consta a Fs. 192 vuelto, el desarrollo de la 

tipicidad subjetiva, cuando se consigna que la acción realizada por el 

imputado es DOLOSA, es decir, éste actuó con conocimiento y 

voluntad de ingresar irrespetuosamente a la esfera de la libertad sexual 

de la menor víctima, es decir, con pleno, indudable e inequívoco 

conocimiento del contenido sexual del acto y su consiguiente ánimo 

libidinoso.  

En suma, el sentenciador no se limitó a enunciar el núcleo de la acción 

típica sino que también sometió a consideración la circunstancia que 

esta figura requiere que el autor ejecute actos idóneos que entrañen 

peligro de desviar el futuro comportamiento sexual de la víctima, y 

que se represente y asuma la realización de esos actos y el riesgo que 

importa para perturbar la conf ormación de su personalidad. 
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Puede afirmarse entonces, que el juzgador formó su convicción acerca 

de dichos extremos, al ponderar los diversos elementos de convicción 

legalmente ingresados a la causa, tales como la prueba testimonial y 

pericial. En ese orden de ideas, se valoró lo depuesto por la víctima y 

su menor hermana; corroborando su dicho, el testimonio de [é]. 

Asimismo merituó el tribunal las conclusiones a las que se arribó en la 

pericia psicológica practicada sobre la menor. En ese sentido, luego de 

haber realizado una completa valoración probatoria, el tribunal de 

mérito ha hecho un atinado tratamiento de las cuestiones esenciales 

relativas al examen de tipicidad, observando así lo normado por los 

artículos 1 y 13 del Código Procesal Penal y en definitiva, las reglas del 

correcto entendimiento humano. Por todo ello, no se advierten en el 

fallo defectos invalidantes en la referida decisión. 

  

AUSENCIA DE AFECTACIÓN AL BIEN JURÍDICO PROTEGIDO AL 

APLICAR EL PRINCIPIO DE PROPORCIONALIDAD DE LA PENA  

   

Finalmente, se agravia el impugnante, que por la supuesta ausencia de 

análisis respecto de la tipicidad de la conducta, la sanción punitiva 

acordada no es proporcional a la culpabilidad. Como se observa en 

autos, a través de la adecuación típica el señor [é], fue condenado a 

diez años de prisión, pena concreta que se encuentra dentro del límite 

inferior y superior que contempla a su efecto el Art. 161 del Código 
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Penal. De manera tal, que no se han irrespetado los Principios de 

Proporcionalidad y Legalidad.  

Lo dicho en precedencia, permite concluir válidamente que el análisis 

por el cual se determinó que existió afectación cierta al bien jurídico 

protegido, que provoc· la sanci·n a [é], por el delito de Agresi·n 

Sexual en Menor e Incapaz, es derivado de las pruebas, suficiente, claro 

y coherente. En consecuencia, no se configura el reclamado defecto. 

[é]ó 

(SALA DE LO PENAL/Sentencia Definitiva, 28-CAS-2007, de fecha  

20/10/2010) 

 

 

  

ALLANAMIENTO SIN ORDEN JUDICIAL  

  

FLAGRANCIA COMO SUPUESTO DE PROCEDENCIA  

   

 ò[é.] El allanamiento es un procedimiento habilitado de manera 

excepcional, bajo presupuestos previstos en el Art. 20 Cn., que regula 

los casos en los cuales podría procederse sin una orden previa, -por 

consentimiento de la persona que la habita, por mandato judicial, por 

flagrante delito o peligro inminente de su perpetración, o por grave 
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riesgo de las personas-. Lo dicho contempla el aspecto fundamental de 

la garantía de la inviolabilidad del domicilio y el procedimiento 

constitucionalmente autorizado pa ta la injerencia en tal esfera. En el 

campo procesal, el allanamiento se concibe como una diligencia de 

investigación, de naturaleza restrictiva, procurando obtenerse 

elementos de prueba que comprueben, ratifiquen o aseguren que en 

determinado lugar se encuentran vestigios de un delito, se está 

cometiendo un ilícito o se ocultan los responsables de un hecho 

delictivo, como supuestos más comunes. 

En el caso de autos, consta que como producto de una llamada 

telefónica anónima recibida a eso de las veintitrés horas con cincuenta 

Minutos, del ocho de julio del año dos mil ocho, se implementó un 

dispositivo por parte de agentes policiales del municipio de [é.], 

quienes se trasladaron hasta [lugar de los hechos], de la referida 

jurisdicción, observando a cierta distancia a un grupo de personas que 

salían de dos vehículos, quienes al ver la presencia policial salieron 

rápidamente y comenzaron a escalar una, pared que sirve como tapial 

en una vivienda de ese pasaje, por lo que de igual manera los agentes 

policiales también ingresaron por el mismo lugar; encontrándose en el 

interior los agentes "visualizaron inicialmente a tres personas tiradas 

en el suelo, ocultas cerca de una pila; que además de ese lote estaba 

construida una casa, observando un cuarto con la puerta semi abierta, 

y en el interior de éste, otros cuatro sujetos que respondían a los 



 

LINEAS JURISPRUDENCIALES SALA DE LO PENAL 2010. ESCUELA DE CAPACITACION FISCAL.
 Página 57 
 

nombres de [imputados], quienes al ser requisados se les decomisó a 

cada uno un arma de fuego. 

De lo anterior, se desprende que, al momento que ocurrió el hecho 

existieron circunstancias que imposibilitaron que los agentes 

solicitaran una orden judicial para ingresar a la vivienda, pues el 

accionar de éstos estaba amparado en un aviso recibido en sede 

policial, en el cual se informaba de la presencia de varios sujetos 

sospechosos a bordo de dos vehículos, por la que se constituyeron al 

lugar, donde observaron a los sujetos, éstos al percatarse de la 

presencia policial comenzaron a escalar una pared que sirve como 

tapial de una casa; es decir, que los individuos ingresaron primero a la 

vivienda escalando un tapial y a una hora inadecuada, por lo tanto, 

había un delito que perseguir por estarse ante un supuesto de 

flagrancia, pues existían razones de urgencia para practicar el ingreso 

sin previamente solicitar la orden de allanami ento respectiva, de 

conformidad al Art.177 No. 1 Pr. Pn. En consecuencia, no existe el vicio 

alegado por el recurrente. 

Por otra parte, debe indicarse que no se observa ningún yerro del 

sentenciador en cuanto a la aplicación de las reglas de la sana crítica en 

la valoración de los medios probatorios, ya que en la sentencia 

recurrida consta un análisis detallado de la prueba, así como la 

conclusión de certeza del tribunal en cuanto a la responsabilidad de los 

imputados en el hecho, valorando en forma integral la prueba 

aportada al proceso. [é..]ó 
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(SALA DE LO PENAL/Sentencia Definitiva, 192-CAS-2009, de fecha 

03/11/2010) 

  

 

 

APROPIACIÓN O RETENCIÓN DE CUOTAS LABORALES  

OPERATIVIDAD DE LA PRESCRIPCIÓN PENAL  

 

òComo resultado del principio de seguridad jur²dica y de legalidad, la 

acción penal se extingue, entre otras razones, por el mero transcurso 

del plazo pertinente, es decir, por la prescripción que opera de pleno 

derecho y que puede ser declarada en cualquier estado de la causa, 

toda vez que sean cumplidos los requisitos legales que imponen su 

declaración. En ese sentido, a través de esta institución, el Estado cesa 

su potestad punitiva por el cumplimiento del término señalado en la 

respectiva ley, ello tiene lugar cuando se ha dejado vencer el plazo 

dispuesto por el legislador para el ejercicio de la acción penal sin haber 

adelantado las gestiones necesarias tendientes a determinar la 

responsabilidad del infractor de la ley penal, lo cual implica que la 

autoridad judicial competente pierde la potestad de seguir  una 

investigación. 
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CÁLCULO  DEL PLAZO  DE PRESCRIPCIÓN DE  LA ACCIÓN 

PENAL  INICIA A PARTIR  DEL DÍA EN QUE CESÓ LA EJECUCIÓN 

DE LA ACCIÓN DELICTIVA  

 

El Código Procesal Penal, en su artículo 34 contempla que esta acción 

prescribirá "a los tres años en los delitos sancionados sólo con penas no 

privativas de libertad". El comienzo del cómputo de dicho plazo, se 

encuentra regulado en el artículo 35 del Código en comento, en el cual 

se establecen diferencias de acuerdo al delito que se trate, a saber, para 

el caso concreto respecto de los delitos permanentes se efectúa a partir 

del día en que ha cesado la ejecución de la acción delictiva. 

Precisamente, el tiempo de prescripción de la acción penal, constituye 

un punto de discusión planteado por la representante fiscal, en tanto 

que ella aduce que "no ha cesado la acción delictuosa pues al no haber 

sido pagadas las cuotas a las Instituciones referidas, se continúa 

vulnerando el bien jurídico tutelado." A criterio de esta Sala, tal visión 

es completamente equívoca, pues a pesar que la vulneración al bien 

jurídico ha permanecido en el tiempo, la conducta delictiva consistente 

en la retención de las cuotas laborales, ya ha cesado en el tiempo, es 

decir, materialmente no se continúa ejecutando el delito. En ese 

sentido, la última acción delictiva, fue consumada en el año dos mil 

dos y pretender prolongar en el tiempo la ejecución del delito, durante 

más de cinco años y máxime cuando la negligencia de acudir al ente 
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jurisdiccional para iniciar la acción penal ha pendido únicamente de la 

Fiscalía General de la República, excede todo parámetro de legalidad, 

razonabilidad del proceso y seguridad jurídica; en tales condici ones, 

no considera este Tribunal que exista una errónea aplicación del 

artículo 34 del Código Procesal Penal, ya que la solución que en 

Derecho corresponde, es que se ponga fin a la causa declarando la 

extinción de la acción penal por prescripción, pues no se deduce de 

autos ninguna causa por la que el plazo de terminación resulte 

suspendido o interrumpido.  

 

 

CÓMPUTO DE PRESCRIPCIÓN DE LA ACCIÓN PENAL OPERA 

CONFORME A LA LEY VIGENTE EN EL TIEMPO DE SU COMISIÓN  

 

Si bien es cierto que contra el imputado se ha seguido el proceso por el 

delito de RETENCIÓN DE CUOTAS LABORALES, contenido en el 

artículo 245 del Código Penal, éste ha sufrido varias reformas. Así, 

inicialmente su sanción estaba regulada por días multas, 

posteriormente en el año dos mil cuatro, se modificó la referida 

consecuencia jurídica a la pena de prisión que oscilaba entre los dos y 

cuatro años de prisión; más adelante, en el dos mil seis, fue objeto de 

nueva modificación, con la finalidad de agravar aún más la pena de 

prisión. Es oportuno menci onar a propósito de estas modificaciones, 

que la penalidad a efecto de contabilizar la prescripción, obviamente 
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será a partir del contenido de la disposición que estaba vigente en el 

tiempo de su comisión, esto es, respetando la vigencia de la ley 

temporal , tal como lo ordena el artículo 13 de la ley de cita, pues de 

otra manera, no solamente se estaría desconociendo la normativa, sino 

también debido al contenido distinto de la referida disposición, que es 

notoriamente más grave y perjudicial respecto de la sanción a aplicar, 

se estaría ocasionando un detrimento en la situación del imputado. 

Constata, pues, esta Sala de todo lo relacionado anteriormente, la 

inexistencia de una errónea aplicación de la disposición citada, que no 

permite la anulación del fallo  dictado, en tanto que ha sido 

pronunciado en concordancia con las reglas de la sana cr²tica.ó 

(SALA DE LO PENAL/Sentencia Definitiva 37-CAS-2008  de fecha 

17/06/2010) 

  

 

CADENA DE CUSTODIA  

COMPROBACIÓN DE RUPTURA REQUIERE LA EXISTENCIA DE 

INDICIOS PRECISOS ESTABLECIDOS MEDIANTE PRUEBA 

DIRECTA 

  

ò[é] la Sala en reiteradas ocasiones se ha pronunciado en el sentido 

que hay que tomar en consideración que la necesidad de respaldar 
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mediante datos objetivos las conclusiones, inferencias y deducciones 

resultantes de un análisis, constituye un principio fundamental de la 

investigación procesal; por lo consiguiente, para la comprobación de la 

ruptura de la cadena de custodia, se requiere de la existencia de 

indicios precisos, establecidos mediante prueba directa, pues los 

hechos revelados mediante indicios, deben conducir inequívocamente 

a la constatación de contradicciones evidentes entre la realidad de los 

elementos probatorios recolectados, y la fidelidad emanada de los 

mismos atendiendo a su identidad, conservación y custodia. 

En este caso, en vista de que el motivo de la absolución reside en la 

vulneración de la cadena de custodia y la licitud de la prueba obtenida 

por esa vía, es preciso volver sobre el aspecto básico de la objetividad 

de los hechos sobre los que debe descansar la supuesta ruptura de la 

cadena de custodia; descartándose cualquier argumento destinado a 

calificar de dudosa la exactitud de un elemento de prueba, sin 

determinar motivos objetivos que permitan dudar de su identidad o de 

la preservación de su contenido. 

 

 

DIFERENCIA EN EL PESO DE LA DROGA DECOMISADA NO 

CONLLEVA A COLEGIR ALTERACIÓN EN LA IDENTIDAD DE LA 

SUSTANCIA  
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Debido a la naturaleza del delito objeto del proceso, el análisis físico 

químico de las sustancias decomisadas, es un elemento esencial para 

sostener la imputación del hecho, y por lo tanto de la valoración 

probatoria que se haga de éste depende la definición del conflicto 

jurídico sometido al conocimiento del tribunal, tomando como punto 

de partida esta premisa, la Sala estima que los argumentos expresados 

por los sentenciadores, respecto a la vulneración de la cadena de 

custodia, sobre la única base de haber sido elaborado el informe 

confundiendo la cantidad de droga decomisada, es inconsistente, pues 

tal afirmación carece de fundamento, basta remitirse a los pasajes 

pertinentes del proceso, para advertir que la práctica de tales 

diligencias se realizó sin que existiera confusión en la droga 

encontrada a una persona con la otra, como lo señala el tribunal. 

En la misma línea de pensamiento, la diferencia en el peso no obliga a 

colegir necesariamente que se trata de una alteración en la identidad de 

las sustancias analizadas, razón por la cual es factible asumir 

comprobado el vicio argumentado.  

Por todo lo anterior, es atendible la pretensión de la recurrente y por lo 

consiguiente casar la resoluci·n vista en casaci·n.ó 

(SALA DE LO PENAL/Sentencia Definitiva  718-CAS-2008, de fecha 

28/07/2010) 
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CADENA DE CUSTODIA  

DEFINICIÓN  

  

 òEntiende este Tribunal, que la inconformidad de los reclamantes 

respecto del primer motivo, reside en la incorporación de elementos de 

prueba al juicio sin haberse cumplido con la garantía de protección en 

su recorrido durante el proceso. De acuerdo con los recurrentes, el no 

solicitar en su momento la ratificación del secuestro que ordena la ley 

sobre el arma de fuego que se encontró en el lugar de los hechos, 

significó la ruptura de la cadena de custodia; además estiman, que la 

incorporación del examen pericial que acreditó la funcionabilidad de la 

referida arma de fuego es ilegal, en razón que no fue elaborado por 

personal idóneo. De ahí, que los elementos probatorios obtenidos de 

dicho peritaje no debieron valorarse para establecer la condena de sus 

defendidos. 

Con relación a tales puntos, se estima preciso referirse en una forma 

breve a la figura denominada: "Cadena de custodia", y con ello 

proporcionar una solución a los aspectos invocados. Así, en la doctrina 

vemos diversos conceptos, entre algunos, tenemos que tal acepción se 

conoce como: "...el conjunto de etapas o eslabones desarrollados en 

forma legítima y científica durante la investigación judicial, con el fin 

de: a) Evitar la alteración (y/o destrucción) de los indicios materiales 
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al momento (o después) de su recopilación, y b) Dar garantía científica 

plena de que lo analizado en el laboratorio forense (o presentado en el 

juicio), es lo mismo recabado (o decomisado) en el propio escenario del 

delito (o en otro lugar relacionado con el hecho)...". J. Federico Campos 

Calderón, La Cadena de Custodia de la Evidencia (Su Relevancia en el 

Proceso Penal), Publicaciones de la Corte Suprema de Justicia, Revista 

Justicia de Paz, No. 10, Año IV, Vol-III, Septiembre-Diciembre 2001, El 

Salvador. 

Esta Sala comparte el criterio doctrinal transcrito, por lo que considera 

de suma relevancia destacar la importancia que reviste para el correcto 

funcionamiento del sistema penal, que los diferentes sujetos 

intervinientes en el procedimiento cumplan con los requisitos mínimos 

de seguridad en la recolección o extracción, preservación y 

manipulación, traslado o entrega, custodia y empaque de los objetos 

decomisados y muestras u otros elementos de convicción obtenidos en 

la escena del delito hasta la finalización del juicio, ya sea de la totalidad 

o de una muestra, según el caso o la naturaleza de la prueba. 

Debemos recordar, que dentro de la finalidad y trascendencia de la 

cadena de custodia de los medios probatorios, se encuentra la 

necesidad de garantizar la integridad de las cualidades esenciales de 

las pruebas que se resguardan; aspecto que sólo puede ser posible a 

través de una apropiada manipulación, donde consten las evidencias 

objetivas de su recorrido durante todo el proceso, sin que quepa 

alguna duda sobre las diferentes fases que transitó, desde que se 
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efectúa la incautación, su oportuno traslado al laboratorio que 

corresponda para su análisis, hasta ser presentada al juicio para su 

respectiva valoración. 

  

ANÁLISIS BALÍSTICO  

  

En el presente caso -en virtud de la naturaleza del vicio que se invoca-, 

se ha estimado procedente verificar en las diligencias que aparecen en 

el expediente y que han sido relacionadas en la sentencia de mérito, 

referidas a la custodia y traslado del arma de fuego que fue incautada 

en la escena del ilícito, de cuyo contenido sin dificultad se ha logrado 

apreciar, que en el acta de inspecci·n ocular de fecha [é], se hizo 

figurar el hallazgo de un arma de fuego [é], habiendo sido 

debidamente embalada. 

Se advierte adem§s, el Oficio No. 482 del d²a [é], suscrito por el 

Investigador [é], mediante el cual solicitó la Ratificación del Secuestro 

del arma en mención, aclarando que no se remitió materialmente, en 

razón de encontrarse en el laboratorio para su análisis. 

Por su parte, el Juzgado Especializado de Instrucción de San Miguel, al 

celebrar Audiencia Especial el d²a [é], y decretar la Detenci·n 

Provisional de los imputados, indicó que fue puesto a su orden el 

decomiso consistente en un arma de fuego [é], habiendo acordado 



 

LINEAS JURISPRUDENCIALES SALA DE LO PENAL 2010. ESCUELA DE CAPACITACION FISCAL.
 Página 67 
 

pedir al Juzgado Cuarto de Paz de aquella ciudad las diligencias de 

ratificación respectivas, figurando tal resolución a Fs. 90 del proceso. 

Asimismo, a folios 162 del expediente, aparece el informe suscrito por 

el INSP. [é], Jefe Departamental de Investigaciones de la Polic²a 

Nacional Civil de San Miguel, mediante el cual remitió a la Oficina 

Fiscal de dicha ciudad el resultado del Análisis Balístico; así como 

tambi®n, debidamente embalado el arma de fuego [é]; el referido 

an§lisis bal²stico fue practicado por los Agentes [é], el primero Perito 

en Balística Forense y el segundo, Perito en Calibre y Funcionamiento 

de Armas de Fuego, según consta a folios 163. 

Puede verse además, que los citados elementos probatorios se 

admitieron e incorporaron al proceso por resolución del Juzgado 

Especializado de Instrucción de San Miguel, pronunciada a las [é] del 

d²a [é]. 

Así pues, a la luz de todo lo apuntado, es evidente que no es fidedigno 

el planteamiento de los casacionistas en lo que al primer reproche se 

refiere, ya que no constan evidencias objetivas que hagan presumir que 

en la información relacionada con el arma de fuego recolectada en la 

escena delictual, hayan sido omitidos o suprimidos los trámites para el 

correspondiente análisis en el laboratorio, hasta su presentación en 

Sede judicial. 

De ahí, que esta Sala no encuentra ilegalidad alguna al momento de su 

incorporación al debate, ya que los medios probatorios que se citan 

han sido practicados por el personal idóneo para ello y ofertados 
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oportunamente por el ente autorizado, con la indicación de lo que se 

pretendía probar; razones que denotan lo procedente de su valoración 

durante el juicio.  

  

  

AUSENCIA DEL PERITO EN EL DEBATE NO CONSTITUYE ERROR 

EN LA SENTENCIA CUANDO SE HA INCORPORADO Y 

APRECIADO EL DICTAMEN POR PARTE DEL SENTENCIADOR  

  

Es importante aclarar, que si bien los peritos que realizaron el análisis 

no fueron citados para explicar su contenido en el debate -como lo 

dejan entrever los impugnantes-, debido a la naturaleza de la pericia, la 

esencialidad de su resultado ha quedado plasmado en las conclusiones 

de la misma, es decir, la comprobación de la funcionalidad del arma de 

fuego, pudiendo ser estimada por el sentenciador a ese único efecto, tal 

y como efectivamente fue hecho; en consecuencia, el primer defecto 

alegado como yerro de la sentencia de mérito es inexistente; por lo 

cual, este extremo del recurso deber§ desestimarse.ó  

(SALA DE LO PENAL/Sentencia Definitiva 35-CAS-2009 de fecha 

08/12/2010) 
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RESPONSABILIDAD CIVIL  

 

DEBIDA MOTIVACIÓN AL VALORAR LOS DISTINTOS 

ELEMENTOS PROBATORIOS Y ENUNCIAR DE MANERA 

CONCRETA LAS RAZONES PARA DETERMINAR LA CONDENA  

 

[é] En lo concerniente a la falta de fundamentaci·n de la sentencia 

respecto de la acción civil resarcitoria, los reclamantes consideran 

vulnerados los Arts. 314 Inc. Final, 130, 114 y 115 del Código Procesal 

Penal, afirmando que no es cierto que la Fiscalía lo haya solicitado 

como lo declaró el Juzgador; por ello, ofrecen como prueba de tal 

circunstancia el mismo dictamen de acusación, ya que en el pensar de 

los inconformes, la condena impuesta a los imputados en tal concepto 

fue sin análisis probatorio.  

Sobre lo reclamado, este Tribunal empieza reiterando lo que en varias 

resoluciones ha dicho, en el sentido que la motivación de una 

resolución implica incorporar a la misma las razones fácticas y 

jurídicas que han inducido a resolver en un determinado sentido; de 

ahí, que la sentencia se conceptualiza como un instrumento que 

garantiza que la decisión jurisdiccional no sea arbitraria, y que la 

facultad discrecional del juzgador para interpretar y aplicar el Der echo 

haya sido ejercida racionalmente. A partir de lo apuntado, se tiene por 

fundamentada una decisión judicial, siempre y cuando las 
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conclusiones que la sustentan permitan entenderla sin esfuerzo alguno, 

lo cual exige que las conclusiones plasmadas por la autoridad judicial 

proveedora sean adecuadas, concretas y razonables. Esa es la línea que 

sigue el Art. 130 de nuestro Código Procesal Penal, en cuyo postulado 

se sanciona con nulidad la falta de fundamentación de las resoluciones 

judiciales, pues imperativamente ordena que el Juzgador o Tribunal ha 

de expresar: "...con precisión los motivos de hecho y de derecho en que 

se basan las decisiones tomadas, así como la indicación del valor que 

se le otorga a los medios de prueba...". 

En el iter racional de la sentencia cuestionada, se percibe que el A-quo 

ha consignado de forma satisfactoria los hechos acaecidos, tal como se 

describen en la acusación, así como el valor que le otorgó a cada uno 

de los medios de prueba sometidos a su conocimiento, enunciando de 

manera concreta las razones por las cuales se determinó la condena 

contra los imputados. 

En cuanto a la Responsabilidad Civil e indemnización para la víctima, 

el Juez de Instancia, en el apartado que denominó: 

"CONSECUENCIAS CIVILES", acordó lo siguiente: " ...Que la Fiscalía 

General de la República, se pronunció en el Requerimiento Fiscal, y en 

la Acusación, asimismo en el Juicio Oral y Público. - Solicitando a este 

Juzgador se pronunciara sobre una condena por la Acción Civil por el 

delito de Homicidio Agrav ado; por lo que este Juzgador considera que 

es procedente condenar a cada uno de los imputados [é], por la suma 

de QUINIENTOS DÓLARES,  los que deberán pagar en un tiempo no 
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mayor de SEIS MESES, contados desde el momento que quede firme 

esta Sentencia, [é]...". (El subrayado es de esta Sala). 

No queda duda -a partir del párrafo transcrito -, que no llevan razón los 

recurrentes por este extremo de su recurso, en tanto que en la 

resolución se ven cumplidos los presupuestos de motivación que 

ordena el citado Art . 130 Pr. Pn., dado que el Juez proveedor después 

de inmediar los distintos elementos probatorios producidos durante el 

plenario arribó a la conclusión de que era "procedente" establecer un 

monto orientado a resarcir el perjuicio que el ilícito ha ocasionado, 

particularmente a quien acredite mejor derecho en representación de la 

víctima. 

 

 

ACREDITACIÓN DE LA PARTICIPACIÓN DELINCUENCIAL DEL 

IMPUTADO CONLLEVA RESPONSABILIDAD POR LAS 

CONSECUENCIAS CIVILES DEL ILÍCITO  

 

Y es que, de conformidad con nuestra legislación Penal y Procesal 

Penal, la acción civil por regla general se ejercerá conjuntamente con la 

penal, según el Art. 42 Pr. Pn., siendo la Fiscalía General de la 

República quien tiene la citada facultad en los delitos de Acción 

Pública, Arts. 43 y 247 No. 5 Pr. Pn.. Así, resulta razonable  que 

habiéndose entablado formalmente la acción resarcitoria desde el 

Requerimiento Fiscal (Fs. 6) y Dictamen de Acusación (Fs. 125), el A-
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quo tuvo la obligación de atender el mandato previsto en el Art. 361 

Inc. 3 Pr. Pn., en el sentido, que al dictar la sentencia condenatoria, 

debía pronunciarse sobre la Responsabilidad Civil derivada del ilícito 

acreditado, habida cuenta que el Sentenciador para acordar la sanción 

en tal concepto, únicamente deberá valerse para determinarla de los 

datos con que cuenta en el expediente, teniendo especial consideración 

en: "la naturaleza del hecho", "sus consecuencias" y de "los demás 

elementos de juicio que se hubieren podido recoger". 

Así las cosas, tampoco procede estimar este reclamo, pues de acuerdo 

con nuestra legislación la ejecución de un hecho delictivo genera 

obligación civil, Art. 114 del Código Penal, cuya procedencia deberá 

ser declarada en las modalidades que al efecto señala el Art. 115 del 

citado cuerpo legal; de suerte tal, que habiéndose acreditado -en el caso 

concreto- la evidente participación delincuencial de los ahora 

condenados por el ilícito que se les atribuyó, también tienen que 

responder por las consecuencias civiles del mismo, para cuya 

satisfacción deberá seguirse el procedimiento que para esos fines 

establece la ley.ó 

(SALA DE LO PENAL/Sentencia Definitiva 35-CAS-2009 de fecha 

08/12/2010) 
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CALIDAD DE   IMPUTADO  

NECESARIO CUMPLIR REQUISITOS DE INDIVIDUALIZACIÓN EN 

CUANTO A LA IMPUTACIÓN DEL HECHO ATRIBUIDO  

  

 "Así tenemos, que el Art. 162 Pr. Pn., instituye la forma en que el juez 

penal debe apreciar los elementos probatorios, estableciendo el 

principio de libre valoración de la prueba, pero tal facultad queda 

supeditada al uso de la misma con base a las reglas del recto 

entendimiento humano, es decir los principios de la lógica, las 

máximas de la experiencia común y las reglas de la sicología, pero 

además a la obligación de motivar la asignación del valor o disvalor 

que sea otorgado a cada uno de los elementos de prueba que han sido 

inmediados, así como el deber de que éstos sean apreciados de forma 

conjunta y armónica con todos los medios probatorios. 

 Es precisamente de la valoración de la prueba que se cumple con el 

principio procesal de la verdad real, pues el sentenciador verifica ese 

proceso de reconstrucción histórica del hecho acusado, a efecto de 

determinar al autor de esos actos constitutivos de delito, razón por la 

cual adquiere importancia esa estructura de argumentos consignados 

en el proveído, que buscan justificar de manera lógica y derivada, las 

conclusiones emanadas de ese proceso ponderativo de cada medio de 

prueba. 
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Lo anterior señala, que esa potestad de libre apreciación de la prueba, 

no es irrestricta, pues ha de someterse a justificar la elección y 

asignación del valor otorgado, situación que en el presente caso es 

posible evidenciar, ya que se plasma en la sentencia apartados 

relativos a la existencia de los delitos de Posesión y Tenencia de 

Droga, y de Tenencia, Portación o Conducción Ilegal o Irresponsable 

de Armas de Fuego, y sobre la participación del procesado en los 

mismos, en los que constan el examen individual de cada una de las 

prueba, incluyendo las que alega el recurrente que no fueron 

tomadas en cuenta, como lo son, las declaraciones de los testigos [é] 

situación que evidencia la inexistencia de omisión respecto a los 

expresados elementos probatorios. 

Lo expuesto, es en consonancia a que el recurrente manifiesta que se 

omitió valorar el informe que fue legalmente incorporado al pr oceso 

y que refiere que el [imputado] [é] no posee licencia para el uso de 

armas de fuego, y el análisis balístico realizado a la misma, situación 

que ha sido abordada en los argumentos de la sentencia, expresando 

que resulta irrelevante entrar a su análisis, por considerar que la 

duda en cuanto a que [el imputado]   sea el sujeto que estaba siendo 

investigado, afecta también al hallazgo del arma, por haberse 

encontrado en la misma esfera de dominio de la droga, es decir que 

el tribunal sentenciador sí se expresó en cuanto a los referidos 

elementos, no existiendo por ende tampoco omisión respecto de 

éstos. Bajo ese mismo orden de ideas, los juzgadores atienden a 
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construir la duda de los hechos atribuidos al procesado, en virtud 

que ésta se materializa en la falta de individualización del imputado, 

que más que aludir al establecimiento de sus datos personales, 

consiste en determinar al sujeto al que se le imputa la comisión del 

hecho, aunque se desconozca su identidad legal, razonamiento que 

como antes se dijo, fue adoptado por los sentenciadores, y se 

constituye como pilar del fallo dictado; además tal postura es 

apoyada por la doctrina mayoritaria, que también refiere - que el 

paso indispensable para determinar la calidad de imputado en el 

proceso es, por consiguiente, el de su identificación, de modo que la 

persona indicada como tal sea realmente aquella contra la cual se 

están dirigiendo efectivamente los actos del procedimiento -. En 

consecuencia, los motivos casacionales denunciados no se configuran 

en la sentencia objeto del recurso." 

(SALA DE LO PENAL/Sentencia Definitiva 377-CAS-2007,  de fecha 

11/10/2010) 

 

 

  

FUNDAMENTACIÓN DE LA SENTENCIA  
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CORRECTA ESTRUCTURACIÓN DE ETAPAS DE 

ARGUMENTACIÓN DEL FALLO  

 

 ò[é..] Se partir§ recordando que la sentencia al constituir una unidad 

inseparable de decisión en tanto que implica un juicio sobre los hechos 

y sobre el derecho, debe cumplir las cualidades atinentes a la claridad, 

logicidad, legitimidad, expresa y completa; se encuentra conformada 

por etapas de argumentación que pueden ser identificadas como 

descriptiva, fáctica, analítica y jurídica. En caso que el 

pronunciamiento judicial obviara cualquiera de estas etapas, incurriría 

en un error que imposibilitaría su subsistencia, ya que de acuerdo a las 

garantías que sustentan el debido proceso, el imperativo de motivación 

no sólo permite conocer a las partes procesales de la manera más 

explicativa, asertiva y no hipotética, sobre el iter lógico seguido por el 

juez para llegar a la conclusión de certeza -ya sobre la absolución, ya 

sobre la condena de los imputados-; sino también, implica el deber por 

parte del juzgador de expresar sin ambigüedad sus argumentos, ya 

que debe responder suficiente y de manera clara a los requerimientos 

de los sujetos procesales. 

El requisito de motivación del fallo, como puede verse, guarda relación 

con la estructura lógica de la sentencia, especialmente en la labor de 

subsumir los hechos alegados y probados en el juicio, con las 

disposiciones jurídicas que los sustentan. En ese orden de ideas, la 

motivación recae sobre la cuestión de hecho (establecimiento y 
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apreciación de los hechos), y de derecho. Luego, la falta o indebida 

fundamentación de una decisión, los vicios atinentes a la falta de 

motivación, que se materializa básicamente ante la falta absoluta o 

parcial de motivación, así como la ilogicidad manifiesta y la 

contradicción. 

  

  

EXISTENCIA DE VACÍOS EN LA MOTIVACIÓN CONTRAVIENE EL 

PRINCIPIO DE RAZÓN SUFICIENTE  

  

Así las cosas, cuando se habla de insuficiente fundamentación 

"analítica" de la sentencia, deberá comprenderse que en el fallo, el 

sentenciador no estableció con claridad cuáles fueron sus 

consideraciones a los fines de determinar la autoría y consiguiente 

responsabilidad penal del imputado, siendo que se limitó a señalar de 

manera aislada cada elemento probatorio, sin apoyarse correctamente 

en las pruebas aportadas, con su debido análisis y comparación. 

En atención al vicio denunciado y a efecto de analizar si 

verdaderamente el pronunciamiento ha incurrido en error d e la ley, 

esto es, que existió un vacío en la motivación de la sentencia efectuada 

por el juzgador, debe recordarse que tal vicio consiste en que "de los 

elementos de prueba descritos y analizados, no pueden derivarse las 

conclusiones que determina el juzgador" (Cfr. Arroyo Gutierrez, José 

Manuel y Rodríguez Campos, Alexander. "Lógica Jurídica y 
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Motivación de la Sentencia Penal.", pp. 102, 105.) De manera tal que, 

fundamentar las decisiones judiciales, supone consignar las razones 

Que justifican el fallo; y  para ello, la motivación debe ser derivada, es 

decir, respetar el principio de razón suficiente. Así, cuando se ha 

alcanzado la certeza, como grado de convencimiento por el juzgador, 

exige que las conclusiones contenidas en la sentencia, sólo pueden dar 

fundamento a esas conclusiones y no a otras; es decir, que deriven 

imperiosamente de los elementos probatorios invocados. 

Al aplicar los anteriores conceptos al presente caso y conforme a lo 

expuesto por la defensa recurrente, el vicio en la motivación deviene 

del arbitrario cambio de calificación jurídica dado al delito, lo que 

evidencia un claro desacierto en razón a que tal cambio afecta la 

motivación del fallo.  

  

INSUFICIENCIA EN LA MOTIVACIÓN SOBRE MODIFICACIÓN 

DE  LA CALIFICACIÓN JURÍDICA DEL DELITO DE VIENE EN 

NULIDAD DEL FALLO  

  

En ese orden de ideas, debe destacarse que conforma una potestad 

Judicial la posibilidad de cambio de calificación jurídica, cuando en el 

transcurso del debate el juzgador aprecie un delito nuevo o 

circunstancias modificativas del delito atribuido, que hagan necesario 

y conveniente variar la calificaci·n delictual debatida.[é]. 
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De todo el material de cognición contenido en la motivación, no surgen 

argumentos que permitan a partir de las circunstancias que rodearon 

los hechos, la modificación en la calificación jurídica, esto es, desde el 

punto de vista formal en la sentencia no se ofrece explicación 

convincente acerca de la imputación del delito de Desobediencia de 

Particulares, pues no se permite derivar la existencia de este nuevo 

delito, lo cual resulta violatorio del principio de razón suficiente. 

Recordemos nuevamente que la sentencia constituye un silogismo 

judicial que se encuentra compuesto por una primera premisa que 

corresponde a los hechos; la segunda, a la ley; y la conclusión, es la 

determinación del efecto jurídico en concreto. Sin embargo, para el 

caso de mérito de las premisas que se encuentran contenidas en el 

pronunciamiento judicial, no puede ser derivada la conclusión que 

corresponde a la nueva adecuación jurídica. 

Según todo lo anterior, se evidencia que la conclusión típica se 

construyó sobre razonamientos no adecuados; de manera tal que es 

procedente acceder a la petición del recurrente, ya que una vez 

examinada la motivación intelectiva de la decisión judicia l que hoy se 

cuestiona, efectivamente subsiste el error que ha sido denunciado, por 

cuanto que el esfuerzo para precisar su contenido ha incurrido en un 

equívoco, y como consecuencia directa de ello, dicho pronunciamiento 

debe ser anulado. De tal forma, se dispone el reenvío de la causa para 

su debida tramitación, a fin que se produzca por otro Tribunal una 
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nueva fundamentación intelectiva, con arreglo a las reglas del correcto 

entendimiento humano.[é..]ó 

(SALA DE LO PENAL/Sentencia Definitiva 109-CAS-2007, de fecha  

03/03/2010) 

 

  

  

CALIFICACIÓN JURÍDICA DEL DELITO  

PROCEDENCIA DE MODIFICACIÓN   CUANDO SE SOLICITE 

AMPLIACIÓN DE LA ACUSACIÓN  

  

òEsta Sala no observa errores en la modificaci·n de la calificaci·n 

jurídica de los hechos acusados y finalmente acreditados en la 

sentencia. Primero, porque la calificación jurídica de los hechos es 

provisional durante las etapas preparatorias de instrucción, inclusive 

durante la vista pública, y se torna definitiva hasta la hora de la 

sentencia. Por otra parte, la ampliación de la acusación implica 

necesariamente la alteración del cuadro fáctico acusado, por medio de 

la inclusión de hechos o circunstancias no contenidas en la acusación o 

el auto de apertura a juicio, y que, modifica la calificación jurídica o la 



 

LINEAS JURISPRUDENCIALES SALA DE LO PENAL 2010. ESCUELA DE CAPACITACION FISCAL.
 Página 81 
 

pena del mismo hecho, integra un delito continuado o los términos os 

de la responsabilidad civil (Art. 343 Pr. Pn). En el presente caso, no era 

procedente la ampliación de la acusación, ya que de acuerdo a lo 

expresado en la sentencia (fs.202 vto. y 209 fte.), la modificación de la 

calificación jurídica realizada definitivamente por los sentenciadores, 

no tuvo fundamento en un cuadro fáctico distinto al acusado o 

expresado en el auto de apertura a juicio. 

Asimismo, la advertencia hecha por los jueces ñdesde el inicio de la 

vista pública - acerca de la posibilidad de que en la calificación jurídica 

de los hechos acusados se diera una situación concursal en relación con 

el delito de Otras Agresiones Sexuales ñcontrario a las pretensiones 

del recurrente-, evidencia la inexistencia de agravio del reclamo, pues 

dicho acto garantizó la defensa técnica del imputado. En tal sentido, 

los reclamos resultan infundados, por tal motivo debe declararse sin 

lugar la nulidad del prove²do impugnado.ó 

(SALA DE LO PENAL/Sentencia Definitiva 661-CAS-2008, de fecha 

22/03/2010) 

 

 

  

CALIFICACIÓN JURÍDICA DEL DELITO  
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IMPOSIBILIDAD DE MODIFICARSE EN ATENCIÓN AL PRINCIPIO 

DE CORRELACIÓN ENTRE ACUSACIÓN Y SENTENCIA  

  

òEl impugnante alega la infracci·n de los Art²culos 343, 344 y 359 Pr. 

Pn., porque el tribunal sentenciador condenó al imputado por un 

precepto penal distinto del invocado en la Acusación y en el Auto de 

Apertura a Juicio, sin haber sido previamente advertido sobre la 

posible modificación de la califi cación jurídica. Además, considera que 

se ha inobservado el Art. 343 Inc. 1° Pr. Pn., pues el fiscal no solicitó la 

ampliación de la acusación, razón por la cual el tribunal no tenía que 

modificar la calificación del delito.  

En virtud del principio de corr elación entre acusación y sentencia, 

establecido en el Art. 359 Pr. Pn., lo que se prohíbe es que la condena se 

dicte por un hecho diverso del que fuera objeto de la imputación o 

haciendo mérito de alguna circunstancia ajena a la acusada, de tal 

manera que se modifique el hecho en su propia esencia, tampoco se 

debe imponer una pena superior a la que los acusadores solicitaron; es 

decir, este principio impide que la sentencia condene por un delito más 

grave, aprecie agravantes o formas de ejecución y participación más 

gravosas que las planteadas en la acusación o que condene por delito 

distinto que no sea homogéneo, esto es, que contenga elementos que 

no hayan sido objeto del juicio y de los que el acusado no haya podido 

defenderse. 
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NECESARIA ADVERTENCIA PR EVIA AL REALIZAR CAMBIOS EN 

LA CALIFICACIÓN DE LOS HECHOS  

Sin embargo, el tribunal de juicio puede calificar de distinta manera los 

hechos sometidos a su conocimiento, apartándose de la calificación 

dada en el auto de apertura a juicio y aplicar una pena más grave a la 

solicitada, Art. 359 Pr. Pn., pero haciendo la advertencia previa a que se 

refiere dicha disposición. 

De lo anterior, cabe concluir que el principio de congruencia es de 

aquellos que permiten hacer factible un verdadero sistema de 

contradicción de partes, donde no se vean sorprendidos por 

actuaciones arbitrarias. Tampoco se puede obviar la facultad que tiene 

un juez o tribunal de hacer las adecuaciones jurídicas conforme a la 

que se discute en el juicio, siempre y cuando haya existido la 

posibilidad de controvertir los hechos en relación a la calificación 

jurídica.  

En el presente caso, aprecia la Sala, del análisis del acta de la vista 

pública, que ante la solicitud de la Fiscalía, en cuanto al cambio de 

calificación del delito de Posesión y Tenencia, por el de Tráfico Ilícito, 

se le concedió la palabra a la defensa para que se manifestara al 

respecto, quien presentó los alegatos pertinentes; otorgándose 

legalmente la posibilidad del derecho de contradecir dicha 
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modificación. Asimismo, consta qu e el Juez Presidente, concedió la 

palabra al Juez Solórzano Trejo, para que explicara al imputado con 

términos claros y sencillos el hecho por el que estaba siendo procesado, 

así como los posibles cambios de calificación jurídica del delito, en 

consecuencia, no se advierte ningún perjuicio o desventaja procesal 

para el imputado, pues se dio cumplimiento a la norma procesal 

relacionada, razón por la cual no se ha violado el principio de 

congruencia que invoca el impugnante. 

Respecto a que no se solicitó ampliación de la acusación, cabe aclarar 

que ésta procede, de conformidad a lo regulado en el Art. 343 Pr. Pn., 

cuando, en vista del resultado de la prueba vertida en vista pública, se 

incluya un nuevo hecho o una nueva circunstancia que no haya sido 

mencionada en la acusación o en el auto de apertura a juicio, situación 

que no ha ocurrido en el presente caso, pues los hechos fácticos no han 

variado." 

(SALA DE LO PENAL/Sentencia Definitiva  237-CAS-2008, de fecha  

24/05/2010) 

 

  

  

 INADMISIBILIDAD DEL RECUR SO DE CASACIÓN  
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INCONGRUENCIA ENTRE ENUNCIADO DEL MOTIVO Y 

FUNDAMENTACIÓN CONSTITUYE 

INFORMALIDAD  INSUBSANABLE  

  

òDe lo expuesto por el impugnante, se observan defectos en el 

planteamiento del motivo que inciden sobre su admisibilidad, pues no 

obstante, pretende demostrar la errónea aplicación de la ley 

sustantiva,-motivo de fondo que requiere el más estricto apego a los 

hechos que el tribunal tuvo por acreditados-, resulta evidente que las 

quejas reprocharían la inobservancia de normas procesales, en 

concreto, vulneración a las reglas de la sana crítica, pues sostiene que la 

sentencia resulta ser, además de, errónea, atentatoria contra las normas 

de la experiencia y carece de valoraciones psicológicas, en lo que 

respecta a las pruebas sometidas a consideración, en donde no se tomó 

en cuenta para sentenciar al imputado el principio de lesividad del 

bien jurídico. Además, introduce alegatos relativos al soporte 

probatorio en que los juzgadores basaron sus conclusiones, pues no 

comparte los argumentos expresados por los sentenciadores, ya que de 

la misma prueba recibida en la vista pública se deduce que la conducta 

atribuida al imputado no es coherente tanto con el decomiso de la 

droga, como con la prueba testimonial. 

Como reiteradamente se ha dicho, para que prospere un recurso por el 

fondo, es necesario demostrar que resulta incorrecta la adecuación de 
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los hechos tenidos como demostrados a partir de la norma sustantiva 

que se aplicó, pero no es viable referirse a cuestiones probatorias, de 

manera que existe incongruencia entre el enunciado del motivo y sus 

fundamentos, lo cual constituye una informalidad de carácter 

insubsanable, que impide prevenirle al impugnante de conformidad al 

Art. 407 Inc. 2° Pr. Pn., pues este mecanismo únicamente está previsto 

para casos en los que el acto procesal impugnativo presenta defectos u 

omisiones de forma o de fondo de carácter subsanables; y hacerlo, a lo 

sumo conduciría a la formulación de un nuevo motivo, lo que es 

totalmente improcedente, por lo que deber§ inadmitirse.ó 

(SALA DE LO PENAL/Sentencia Definitiva  237-CAS-2008, de fecha  

24/05/2010) 

 

  

  

REDACCIÓN Y LECTURA DE LA SENTENCIA  

IMPROCEDENCIA DEL RECURSO DE CASACIÓN POR FALTA DE 

FUNDAMENTACIÓN DEL AGRAVIO  

  

òEn el primer motivo, que corresponde a la "Inobservancia de las reglas 

para la redacción y lectura de la sentencia", el impugnante hace descansar 

su reclamo sobre la base de este mínimo argumento: "La lectura de ésta 
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se efectuó cuarenta días después de haber sido notificada la parte resolutiva, y 

no en los cinco días que ordena la ley." 

Iniciaremos recordando que la fundamentación, mecanismo idóneo 

para demostrar el agravio sufrido, no se conforma con alegar o 

enunciar de manera indiscriminada cualquier reclamo, sino que con el 

propósito de constatar la existencia de un interés procesal concreto, la 

ley exige el cumplimiento de la adecuada identificación, separación y 

fundamento de cada motivo. Es esta muestra concreta de alegatos, la 

que permite a la Sala conocer la inconformidad de quien gestiona 

respecto al fallo de instancia y de esta manera, delimitar la 

competencia del Tribunal para pronunciarse en relación con lo 

planteado. Igualmente, es indispensable que exista un agravio para la 

viabilidad del recurso, y en definitiva, para la corrección de l vicio.  

  

 

EXCESO EN EL PLAZO DE LECTURA NO SIEMPRE CONSTITUYE 

AGRAVIO  

 

En ese orden de ideas, debe señalarse que entre las reglas generales 

que disciplinan los medios impugnativos, figura concretamente el 

Principio de Trascendencia, el cual supone que para la interposición de 

un recurso es necesario que la resolución judicial provoque de manera 

real y cierta un agravio. Así pues, a pesar que se ha denunciado la 

supuesta existencia del vicio contenido en el artículo 362 Num. 7° del 
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Código Procesal Penal, se ha excluido cualquier consideración que 

devele un equívoco en la deliberación, es decir en la actividad 

intelectual del Tribunal, en la cual se discute y resuelve sobre cada una 

de las cuestiones planteadas en el juicio: grado de participación, 

tipicidad , antijuridicidad, culpabilidad, responsabilidad civil derivada 

del daño, etc.. Tampoco se ha puesto de manifiesto el yerro 

trascendente en la redacción de lo resuelto, es decir, señalando de 

manera clara el desatino o incumplimiento de los fundamentos de esa 

decisión; sino que se concentra en atacar la tardía emisión de la 

sentencia, pues claramente se expone que "en el caso concreto la lectura 

de la sentencia se llevó cuarenta días después de concluida la deliberación". Es 

decir que, no obstante haberse identificado un motivo concreto de 

casación, la fundamentación que sustenta la denuncia es ajena y no 

correspondiente con el vicio; y más grave aún, no puede advertirse la 

concurrencia de un gravamen irreparable, puesto que el reclamo 

insiste en señalar que la decisión judicial no ha sido emitida dentro de 

los cinco días que ordena el artículo 358 del Código Procesal Penal. El 

retraso reclamado por el recurrente a criterio de esta Sala, no es de tal 

magnitud que afecte el presupuesto atinente a lograr una 

administración de justicia rápida, claro, dentro del plazo razonable, 

pues debe tomarse especialmente en cuenta la saturación laboral a la 

que se enfrentan los operadores del Derecho, así como las 

particularidades que revisten cada caso concreto. No excede de lo 



 

LINEAS JURISPRUDENCIALES SALA DE LO PENAL 2010. ESCUELA DE CAPACITACION FISCAL.
 Página 89 
 

meramente formal el agravio del impugnante por el que denuncia la 

violación del referido artículo.  

Por el contrario, anular el pronunciamiento por una mora que no es 

extrema o excesiva y que tampoco ha prolongado indefinidamente el 

proceso, tal como pretende el impugnante, sí que tergiversaría las 

garantías referentes a la administración de Justicia y las vías para 

obtener un pronunciamiento dentro de un plazo razonablemente rápido, 

ya que el imputado ciertamente ha obtenido una respuesta efectiva en 

cuanto a su situaci·n jur²dica.ó 

(SALA DE LO PENAL/Sentencia Definitiva 17-CAS-2008, de fecha 

17/06/2010) 

 

 

  

TRAFICO DE OBJETOS PROHIBIDOS EN CENTROS 

PENITENCIARIOS  

INTRODUCCIÓN DE OBJETOS ILÍCITOS CONSTITUYE UNA 

CONDUCTA DOLOSA IMPOSIBLE DE SER CALIFICADA  COMO 

NEGLIGENTE  

òSe partir§ recordando que la sentencia al constituir una unidad 

inseparable de decisión en tanto que implica un juicio sobre los hechos 
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y sobre el derecho, se encuentra conformada por etapas de 

argumentación que pueden ser identificadas como descriptiva, fáctica, 

analítica y jurídica. En caso que el pronunciamiento judicial obviara 

cualquiera de estas etapas, incurriría en un error que imposibilitaría su 

subsistencia, ya que de acuerdo a las garantías que sustentan el debido 

proceso, el imperativo de motivación no sólo permite conocer a las 

partes procesales de la manera más explicativa, asertiva y no 

hipotética, sobre el iter lógico seguido por el juez para llegar a la 

conclusión de certeza -ya sobre la absolución, ya sobre la condena de 

los imputados-; sino también, implica la obligación por parte del 

juzgador de expresar sin ambigüedad sus argumentos, ya que debe 

responder suficiente y de manera clara a los requerimientos de los 

sujetos procesales, pues de tal forma se verán cumplidos los requisitos 

referentes a la claridad, logicidad, legitimidad y completitud.  

Así las cosas, al hablar de insuficiente fundamentación "analítica" de la 

sentencia, se comprende que en el fallo el sentenciador no estableció 

con claridad cuáles fueron sus consideraciones a los fines de 

determinar la autoría y consiguiente responsabilidad penal del 

imputado, siendo que se limitó a señalar de manera aislada cada 

elemento probatorio, sin apoyarse correctamente en las pruebas 

aportadas, con su debido análisis y comparación. 

Para el caso concreto, a pesar que el reclamo del casacionista se dirige a 

denunciar por una parte, la ausencia de los hechos que el Tribunal 
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estimó acreditados, y por otra, la motivación insuficiente de la 

sentencia de mérito; sin embargo, de la exposición de ambos motivos 

se advierte que el impugnante pretende que sea analizada por esta 

Sede la fundamentación intelectiva del pronunciamiento emitido, en 

tanto que ésta se efectuó sin sustento en los hechos y además es 

contraria a las reglas de la Derivación, Razón Suficiente y las Máximas 

de la Experiencia común. 

Retomemos pues del pronunciamiento impugnado, el acápite 

denominado "ANÁLISIS DEL TIPO PENAL Y VALORACIÓN DE LA 

PRUEBA", en el cual se consignó: [é] Con la prueba vertida, no es 

posible establecer que el procesado tenía la intención de introducir 

teléfono celular y por ende, realizar la conducta típica descrita en el 

delito acusado; dentro de este mismo cuadro fáctico, el Tribunal 

considera que ese día el acusado al no dejar el teléfono celular en la 

guardia como era de costumbre, se debió a un descuido involuntario, 

en cuyo caso se estaría generando un delito imprudente de Tráfico de 

Objetos Prohibidos, que por no estar contemplada dicha conducta en el 

catálogo de delitos de este Código, se convierte en una conducta 

atípica. En virtud de lo anterior, este Tribunal llega a la conclusión que 

con el desfile probatorio para probar (sic) la existencia del delito de 

TRÁFICO DE OBJETOS PROHIBIDOS, y la autoría del procesado en el 

mismo, no es suficiente, por lo que es procedente dictar un fallo 

absolutorio." (Sic) [é] 
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Esa conclusión a la luz de las particularidades del caso concreto, 

ciertamente constituye una transgresión a las reglas de la experiencia o 

del sentido común, pues considerar de manera tajante que la acción del 

vigilante del Centro de Cumplimiento de Penas de [é], de portar un 

teléfono celular no es constitutiva de delito, no es válido, pues si se 

tratara de un sujeto ordinario, no podría formularse objeción alguna, 

pero al tener en cuenta el cargo que desempeña este sujeto, quien 

conoce las consecuencias jurídicas negativas que genera la 

introducción de objetos respecto de los cuales se ha impedido su 

ingreso y máxime a quien también fuera encontrada marihuana dentro 

de sus pertenencias, oculta en el interior de un tubo de pasta de 

dientes, no es acertado en primer término aislar el hecho de portar un 

celular del contexto de la acción y tampoco considerar que sé está en el 

ámbito de la culpa, es decir, que el imputado ha actuado movido por la 

negligencia. 

La experiencia ordinaria nos indica que la introducción de objetos 

ilícitos dentro de un centro penitenciario se hace con una determinada 

finalidad, que escapa de una mera negligencia; si bien es cierto que se 

detectó la presencia de este objeto en la Guardia de Prevención, espacio 

físico previo al recinto penitenciario, es razonable pensar que el 

imputado tenía pleno conocimiento y conciencia acerca de su 

conducta, así como la de introducir droga. 
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Estos son aspectos que nos informan las reglas de la experiencia 

común, cuyo examen no registra la sentencia de mérito, que 

ciertamente ni siquiera se ha efectuado una mínima valoración 

respecto del testimonio de [testigo] y [testigo] y el auto de ratificación 

de secuestro. De haberse hecho así, la validez lógica del razonamiento 

expresado en la fundamentación sería irrefutable, pero ante los 

defectos apuntados en la exposición se constata esa otra "posibilidad" 

no considerada ni excluida por la mayoría que implica que las 

conclusiones de aquella no son necesariamente verdaderas, ni siquiera 

razonables, pues el deficiente análisis que se expone, tal como 

repetidamente se ha mencionado, no toma en cuenta el contexto 

general de la plataforma fáctica brindada por la representación fiscal. 

Dicho en otras palabras, la valoración expresada por el Tribunal no 

evidencia su idoneidad para fundar la conclusión que en él se apoya. 

Por las razones expuestas procede declarar con lugar este motivo del 

recurso, decretando la nulidad de la sentencia impugnada y del debate 

que la precedió. Es importante aclarar que al haberse acogido el 

presente reclamo por inobservancia de formas procesales, esta Sala no 

está prejuzgando sobre el fondo del asunto, ni lo resuelto por ella en 

forma alguna debe influir sobre su ánimo, el cual debe recibir en forma 

libre y original de las pruebas. [é] 
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MODIFICACIÓN DE CALIFICACIÓN JURÍDICA DEL DELITO 

DEBE  NECESARIAMENTE SUSTENTARSE SOBRE REGLAS DE 

DERIVACIÓN DE LA SANA CRITICA  

 

[é] se ha alegado la errónea aplicación del artículo 34 de la Ley 

Reguladora de las Actividades Relativas a las Drogas, al calificar el 

comportamiento del imputado que consistió en trasportar droga e 

introducirla al Centro de Cumplimiento de Penas de [é] como delito 

de Posesión y Tenencia, cuando lo correcto era calificarlo como 

TRÁFICO ILÍCITO. [...] 

Con la finalidad de verificar si efectivamente concurre el defecto 

señalado, resulta acertado retomar, en lo pertinente, el contenido de la 

sentencia, ya que la labor de justificar la modificación de la calificación 

jurídica del delito, es producto de la valoración de los aspectos 

subjetivos y objetivos del hecho punible, la mayor o menor gravedad 

de la lesión al bien jurídico -fundamentación jurídica -, de las 

circunstancias de modo, tiempo y lugar en que se realiza la conducta 

delictiva - fundamentación fáctica-; así como del conjunto de pruebas 

aportadas al proceso. [é] 

[...] Luego, el Tribunal construyó a partir del análisis de las categorías 

jurídicas del delito concreto, lo referente a la tipicidad de la conducta, 

su antijuridicidad y la lesividad al bien jurídico, argumentando que: 
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"De acuerdo a la prueba vertida este Tribunal advierte que la acción no encaja 

en el hecho por lo que se hacen las consideraciones siguientes: [...] 

No ha sido sustentado sobre la base de las reglas de Derivación el 

cambio de calificación jurídica del caso, es decir, del delito de Tráfico 

Ilícito por el cual fue procesado durante la instrucción el señor 

[imputado], al de Posesión y Tenencia. Es decir, desde el punto de vista 

formal en la sentencia no se ofrece explicación convincente acerca de la 

imputación del delito de POSESIÓN Y TENENCIA.  

  

Ante este punto, es preciso recordar que cada tipo penal posee los 

elementos objetivos, subjetivos y descriptivos que lo caracterizan y 

permiten su diferenciación respecto de cualquier otro aplicable; pero 

para el caso en estudio, la fundamentación jurídica a partir de las 

circunstancias que rodearon los hechos y de las probanzas ofrecidas, 

no es certera, pues no se permite derivar la existencia de este nuevo 

delito. Recordemos nuevamente que la sentencia constituye un 

silogismo judicial que se encuentra compuesto por una primera 

premisa que corresponde a los hechos; la segunda, a la ley; y la 

conclusión, es la determinación del efecto jurídico en concreto. Sin 

embargo, para el caso de mérito de las premisas que se encuentran 

contenidas en el pronunciamiento judicial, no puede ser derivada la 

conclusión que corresponde a la nueva adecuación jurídica. 
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Según todo lo anterior, se evidencia que la conclusión típica se 

construyó sobre razonamientos no adecuados; de manera tal que es 

procedente acceder a la petición del recurrente, ya que una vez 

examinada la motivación intelectiva de la decisión judicial que hoy se 

cuestiona, efectivamente subsiste el error que ha sido denunciado, por 

cuanto que el esfuerzo para precisar su contenido ha incurrido en un 

equívoco, y como consecuencia directa de ello, dicho pronunciamiento 

debe ser anulado. De tal forma, se dispone el reenvío de la causa para 

su debida tramitación, a fin que se produzca por otro Tribunal una 

nueva fundamentación intelectiva, con arreglo a las reglas del correcto 

entendimiento humano.ó 

(SALA DE LO PENAL/Sentencia Definitiva 17-CAS-2008, de fecha 

17/06/2010) 

 

 

  

POSESIÓN Y TENENCIA  

  

NECESARIO DESARROLLAR ETAPAS DE ARGUMENTACIÓN 

PARA UNA VÁLIDA MOTIVACIÓN DE LA SENTENCIA  
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ò[éé] Se partir§ recordando que la sentencia al constituir una unidad 

inseparable de decisión en tanto que implica un juicio sobre los hechos 

y sobre el derecho, debe cumplir las cualidades atinentes a la claridad, 

logicidad, legitimidad y completitud; se encuentra conformada por 

etapas de argumentación que pueden ser identificadas como 

descriptiva, fáctica, analítica y jurídica. En caso que el 

pronunciamiento judicial obviara cualquiera de estas etapas, incurriría 

en un error que imposibilitaría su subsistencia, ya que de acuerdo a las 

garantías que sustentan el debido proceso, el imperativo de motivación 

no sólo permite conocer a las partes es procesales de la manera más 

expli cativa, asertiva y no hipotética, sobre el iter lógico seguido por el 

juez para llegar a la conclusión de certeza -ya sobre la absolución o 

respecto de la condena de los imputados-; sino también, implica el 

imperativo por parte del juzgador de expresar sin  ambigüedad sus 

argumentos, ya que debe responder suficiente y de manera clara a los 

requerimientos de los sujetos procesales. 

Así las cosas, al hablar de insuficiente fundamentación "analítica" de la 

sentencia, se comprende que en el fallo el sentenciador no estableció 

con claridad cuáles fueron sus consideraciones a los fines de 

determinar la autoría y consiguiente responsabilidad penal del 

imputado, siendo que se limitó a señalar de manera aislada cada 

elemento probatorio, sin apoyarse correctamente en las pruebas 

aportadas, con su debido análisis y comparación. 
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INSUFICIENCIA EN LA MOTIVACIÓN AL EXISTIR FALTA  DE 

VALORACIÓN DE TODO EL  MATERIAL PROBATORIO VERTIDO 

EN EL JUICIO 

  

En atención al vicio denunciado y a efecto de analizar si 

verdaderamente el pronunciamiento ha incurrido en error de la ley, 

esto es, que existió un vacío en la motivación de la sentencia efectuada 

por el juzgador, es oportuno recordar que tal vicio consiste en que "de 

los elementos de prueba descritos y analizados, no pueden derivarse 

las conclusiones que determina el juzgador" (Cfr. Arroyo Gutiérrez, 

José Manuel y Rodríguez Campos, Alexander. "Lógica Jurídica y 

Motivación de la Sentencia Penal.", pp. 102, 105.) De manera tal que, 

fundamentar las decisiones judiciales, supone consignar las razones 

que justifican el fallo; y para ello, la motivación necesariamente será 

derivada, es decir, respetar el principio de razón suficiente. Así, 

cuando se ha alcanzado la certeza, como grado de convencimiento por 

el juzgador, exige que las conclusiones contenidas en la sentencia, sólo 

pueden dar fundamento a esas conclusiones y no a otras; es decir, que 

deriven imperiosamente de los elementos probatorios invocados. [é 

De la transcripción anterior de la motivación intelectiva, claramente ha 

existido la omisión de valorar la totalidad del acervo probatorio 

incorporado, pues el pronunciamiento judicial, por una parte, se 

conforma con la enumeración de la evidencia testimonial, documental 
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y pericial que ha sido incorporada a los autos, sin que respecto de ésta 

haya recaído una evaluación sobre legalidad, pertinencia y utilidad. En 

ese mismo orden de ideas, tampoco han sido cumplidos los principios 

de Derivación y Razón Suficiente, ya que la adecuación de la conducta 

desplegada por el imputado y la consecuente penalidad impuesta, no 

son consecuencia directa de las probanzas ofrecidas por el ministerio 

Público Fiscal, más bien, responden al arbitrio propio de los 

juzgadores, quienes sin hacer consideraciones respecto de las 

condiciones personales del imputado, la cuantía y el valor de la droga 

incautada, la forma en que fue adquirida esta sustancia ilícita o la 

observación que ésta no se destinaba al autoconsumo, es decir, la 

finalidad perseguida por el imputado al encontrarse dentro de su 

esfera de dominio.  

  

 

FALTA DE MOTIVACIÓN POR PARTE DEL JUEZ SENTENCIADOR 

ACARREA NULIDAD DE LA SENTENCIA  

 

Tampoco ha sido sustentado por el Tribunal A -quo, el cambio de 

calificación jurídica del caso, es decir, del delito de Tráfico Ilícito por el 

cual fue procesado durante la instrucci·n el se¶or [é.], al de Posesi·n 

y Tenencia. Ante este punto, es preciso recordar que cada tipo penal 

posee los elementos objetivos, subjetivos y descriptivos que lo 

caracterizan y permiten su diferenciación respecto de cualquier otro 
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aplicable; pero para el caso en estudio, tampoco existe una 

fundamentación jurídica que permita conocer con certeza a partir de 

las circunstancias que rodearon los hechos y de las probanzas 

ofrecidas, la modificación en la calificación jurídica, esto es, desde el 

punto de vista formal en la sentencia no se ofrece explicación 

convincente acerca de la imputación del delito de Posesión y Tenencia. 

[éé]. 

Así pues, al haber sido verificado esta Sala, que efectivamente la 

sentencia no ha sido motivada, violentando así las exigencias de 

completitud, claridad, exhaustividad y los principios de derivación y 

razón suficiente, incurriendo de tal forma en el vicio contenido en el 

artículo 362 num. 4° del Código Procesal Penal, es procedente acceder 

a la pretensión de la recurrente y que atañe a la anulación del 

pronunciamiento dictado, igualmente al debate que le precedió, 

debiendo remitir el proceso al juzgado competente, a fin de que sea 

llevada a cabo una nueva sustanciación." 

(SALA DE LO PENAL/Sentencia Definitiva 157-CAS-2008, de fecha  

28/07/2010) 

 

 

  

DETENCIÓN PROVISIONAL  
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INAPLICABILIDAD DEL PLAZO ESTABLECIDO EN EL ART. 6 DEL 

CODIGO PROCESAL PENAL PARA EL CESE DE LA MISMA 

CUANDO YA EXISTE SENTENCIA CONDENATORIA  

  

òA sus antecedentes, los escritos presentados por el señor [...], quien 

act¼a en calidad de defensor particular del imputado [é], en los cuales 

solicita cese la detención en que se encuentra el referido imputado, 

pues a su criterio se ha cumplido el plazo a que hace referencia al Art. 

6 del Código Procesal Penal. En atención a lo solicitado, esta Sala 

verifica que al procesado se le decreto instrucción con detención 

provisional el día quince de agosto de dos mil siete, por el delito de 

Posesión y Tenencia, en perjuicio de la Salud Pública. Ahora bien, 

sobre este particular, deben efectuarse dos consideraciones; por una 

parte, el citado artículo, alude al tiempo en el cual se tramita un 

proceso penal, toda vez que no se haya proveído la sentencia 

condenatoria y por otra, cada situación de detención provision al 

provoca un "plazo inicial de caducidad", es decir, referido a la duración 

máxima establecida por el legislador para mantener la detención 

provisional y precisamente este plazo en nuestro ordenamiento 

jurídico, parte de la posible duración de tramitación  del proceso penal 

hasta el pronunciamiento de una sentencia definitiva. Ello es así, en 

tanto que la detención provisional como medida cautelar persigue 

como finalidad garantizar la presencia del imputado al juicio, de tal 
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forma, su duración máxima no pue de ser superior a la pena de prisión 

que definitivamente se espera. 

De acuerdo a lo expuesto, esta Sala advierte que en el presente proceso 

penal, existe un pronunciamiento definitivo, contra el cual se ha 

interpuesto recurso de casación, razón por la cual al pender una 

sentencia condenatoria en perjuicio del imputado, no es apropiado 

afirmar que a la fecha son aplicables los plazos que al efecto establece 

el Art. 6 del Código Procesal penal, porque la naturaleza de la 

internación en que se encuentra el imputado, lo es con carácter formal 

y no cautelar, además debe considerarse que el sentido condenatorio 

de la sentencia imputada, es la respuesta que el Estado, a través de una 

instancia penal, ha pronunciado ante la exigencia promovida, 

colocando al procesado en una situación jurídica especial. 

Asimismo cabe señalar, que esta Sala en resoluciones anteriores, tales 

como la emitida a las diez horas y dieciséis minutos del día ocho de 

febrero de dos mil diez, en correspondencia al recurso de casación 

tramitado en esta sede bajo referencia 216-CAS-2008, y en mismo 

sentido, también el pronunciamiento emitido a las once horas del día 

seis de enero de dos mil nueve, correspondiente a la casación 

identificada como 561-CAS-2006, reiteró el criterio plasmado en 

relación a la interpretación del plazo de detención a que se refiere el 

peticionario, en la cual se refirió: "(...) Los plazos doce y veinticuatro meses 

contenidos en el artículo seis inciso segundo del Código Procesal Penal, hacen 

referencia al tiempo en que se tramita un proceso penal, siempre y cuando no 
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se haya proveído la sentencia condenatoria; puesto que si ésta se ha 

pronunciado, los plazos máximos de la detención provisional de acuerdo al 

artículo 297 del mismo cuerpo legal, parte de la pena previsible y de las reglas 

relativas a la suspensión o remisión de la pena o de la libertad condicional, 

pues lo que se pretende es asegurar la ejecución de la condena que a su día se 

dictó (...) Por existir sentencia condenatoria, ya no le eran aplicables a la 

detención provisional decretada contra el señor... los plazos máximos 

señalados en el artículo 6 inciso 2° del Código Procesal penal." (Sic) 

En consecuencia, no siendo precedente lo solicitado, declárase sin 

lugar la petición hecha por el abogado defensor, en lo que respecta a la 

cesación de la privación de libertad en la que se encuentra su 

defendido, por las razones anotadas a lo largo de la presente. 

Finalmente, es conveniente apuntar que el Tribunal disponga de todas 

aquellas medidas cautelares necesarias para garantizar la presencia del 

imputado en el juicio, y as² evitar la frustraci·n del proceso penal.ó 

(SALA DE LO PENAL/Sentencia Definitiva 157-CAS-2008, de fecha  

28/07/2010) 

 

  

  

DECLARATORIA DE REBELDÍA  

SUPUESTOS DE PROCEDENCIA 




